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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 44ª, ordinaria, en 2 de noviembre del año en curso, que no ha sido observada.
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros informa que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo (boletín Nº 3.367-13);



2) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito, con el fin de exigir licencia especial clase F para conducir vehículos de emergencia de bomberos (boletín Nº 3.556-15), y



3) Proyecto que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia (boletín Nº 3.938-07).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.


Con el cuarto y el quinto comunica que aprobó los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica la ley N° 18.450, de Fomento de Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, permitiendo que los agricultores arrendatarios puedan postular a los proyectos de riego (boletín N° 3.336-01). (Véase en los Anexos, documento 1)


--Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.



2) El que modifica el Código Sanitario respecto de la receta médica (boletín N° 3.915-11). (Véase en los Anexos, documento 2)


--Pasa a la Comisión de Salud.



Con el sexto somete a consideración del Senado, solicitando su acuerdo, la proposición para designar a don Mario Adolfo Fernández Baeza como Ministro del Excelentísimo Tribunal Constitucional. (Véase en los Anexos, documento 3)


--Por acuerdo de la mayoría de los Comités, queda para la tabla de la presente sesión.



Dos del señor Ministro del Interior, mediante los cuales responde igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable señor Horvath, uno, relativo a los efectos del cese de funciones de la empresa Asalco, contratista del Ministerio de Obras Públicas, y otro, acerca de la situación de aislamiento de los habitantes del margen sur del río Simpson, en el sector El Farellón.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informe



Certificado de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público; concede aguinaldos que señala; reajusta las asignaciones familiar y maternal, el subsidio familiar, y entrega otros beneficios que indica, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín Nº 4.035-05). (Véase en los Anexos, documento 4)


--Queda para tabla.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.
V. ORDEN DEL DÍA
REAJUSTE DE REMUNERACIONES A TRABAJADORES

DEL SECTOR PÚBLICO

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede los aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, el subsidio familiar, y entrega otros beneficios, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4035-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.


Informe de Comisión:


Certificado de la Comisión de Hacienda, sesión 47ª, en 9 de noviembre de 2005.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los principales objetivos de esta iniciativa son, muy sintéticamente, los siguientes: reajustar en 5 por ciento las remuneraciones de los trabajadores del sector público a contar del 1º de diciembre; conceder los aguinaldos de Navidad de 2005 y de Fiestas Patrias de 2006 para los sectores activo y pasivo; y reajustar, a partir del 1º de julio de 2006, las asignaciones familiar y maternal, y el subsidio familiar para personas de escasos recursos.



La Comisión de Hacienda aprobó en general y en particular el proyecto por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Por último, cabe tener presente que esta iniciativa legal debe ser debatida en general y particular a la vez por tener urgencia calificada de “discusión inmediata”.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo señalar que me alegra que este reajuste de remuneraciones para el sector público haya sido consensuado con los gremios que representan a los trabajadores. Sin duda, eso da mucha fuerza y legitimidad a sus normas.



Sin embargo, quiero expresar mi preocupación por lo siguiente.



El reajuste de remuneraciones otorgado al sector público para 2005 fue de 3,5 por ciento, cálculo que se hizo sobre la base de que la inflación esperada entre diciembre de 2004 y noviembre de 2005 sería del orden de 2,5 por ciento. Y, por lo tanto, se hablaba de un reajuste real de un punto por mayor productividad. Transcurridos once meses, la variación del índice de precios al consumidor es de 4,1 por ciento y probablemente llegará muy cerca del 4,5 por ciento o lo sobrepasará, con lo cual, en términos reales, los trabajadores del sector público sufrirán la pérdida de un punto de su poder adquisitivo.



El reajuste contemplado en este proyecto para 2006 se fija en 5 por ciento, cálculo hecho sobre la base de que la variación del IPC sería de tres puntos. Sin embargo, como en doce meses la inflación acumulada alcanza aproximadamente a 4,5 por ciento, es poco sustentable y poco creíble sostener que pueda llegar a 3 por ciento y, por lo tanto, que el reajuste real ascienda a dos puntos.



Hago esta precisión porque he visto publicaciones de prensa que señalan que, por ser éste un año electoral, el Gobierno habría otorgado un reajuste mayor que el concedido en ocasiones anteriores. Sin embargo, de acuerdo con las cifras disponibles, tal aseveración no es efectiva. Es más, si se considera que se está recuperando el punto de pérdida del poder adquisitivo y que la inflación esperada para los próximos doce meses será de tres puntos, de nuevo estaríamos hablando de un punto por mayor productividad, aproximadamente



Lo que quiero decir, en definitiva, es que éste no es un reajuste exagerado. Aún más, en mi opinión, dado el aumento de los ingresos tributarios, el alto precio del cobre y la buena coyuntura económica exterior y sus efectos sobre la economía chilena, no puede sostenerse que éste sea un reajuste generoso, ni que los trabajadores del sector público están participando en debida forma de los beneficios que implica el mayor crecimiento económico.



Sé que este tipo de proyectos sólo cabe votarlos a favor o en contra. Y, por supuesto, yo lo aprobaré. 



Pero -insisto- no se trata de un reajuste exagerado, ni representa un gran esfuerzo fiscal para mejorar las remuneraciones de los funcionarios públicos.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, comparto plenamente lo expresado por el Senador señor García.



Quiero dejar constancia de un hecho que afecta de manera especial a las zonas extremas debido a los criterios con que se aborda el tema del reajuste.



Esta iniciativa legal, además de incrementar en 5 por ciento las remuneraciones, otorga beneficios adicionales. Por ejemplo, concede un bono especial, en diciembre, de 55 mil pesos para los funcionarios públicos cuya remuneración líquida sea igual o inferior a 350 mil pesos, y de 27 mil 500 pesos en el caso de que ella sea superior a esa cantidad y no exceda de un millón 300 mil pesos; un aguinaldo de Navidad de 28 mil 837 pesos para las rentas iguales o inferiores a 350 mil pesos, y de 15 mil 299 pesos para el otro tramo; un aguinaldo de Fiestas Patrias de 37 mil 835 para el primer tramo, y de 26 mil 355 para el siguiente.



Sin embargo, señor Presidente -y quiero  dejar constancia de esto-, dichos beneficios se conceden en función de las rentas líquidas. Pero ellas, en las Regiones extremas, como Arica e Iquique, incluyen la asignación de zona, que alcanza a 56 por ciento del sueldo base y que tiene como finalidad paliar la diferencia del costo de la vida en localidades alejadas de Santiago.



¿Dónde se presenta el problema? En que la determinación de la línea de corte de esos beneficios considerando las rentas líquidas significa que en las Regiones extremas sólo alcanzan a percibir el monto más elevado los trabajadores del Estado que se encuentren en los grados 14 y 15 de las Plantas Administrativa y Técnica, respectivamente, y ninguno de la Profesional.



Si comparamos esa situación con la de los trabajadores estatales de Valparaíso, de la Región Metropolitana u otras donde no existe asignación de zona, veremos que el monto superior lo perciben hasta quienes se hallan en el grado 10 de la Planta Administrativa; grado 11 de la Técnica, y grado 17 de la Profesional.



Por lo tanto, señor Presidente, el incorporar la asignación de zona en el cálculo provoca una grave distorsión respecto de los beneficios que se otorgan en las Regiones extremas. 



Tal como señaló el Senador señor García, en esta materia los Parlamentarios únicamente podemos aprobar o rechazar lo que se nos propone. 



Sólo quiero dejar testimonio de ese hecho y expresar mi esperanza de que, en el futuro, en los cálculos pertinentes para el otorgamiento de beneficios como los que consigna la ley en proyecto se excluya la asignación de zona, a fin de que el monto de aquéllos sea relativamente parejo para todos los servidores estatales a lo largo del país.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, para complementar lo que se ha dicho, quiero señalar que el proyecto no sólo fija un reajuste de 5 por ciento a las remuneraciones de los funcionarios públicos, sino que, como resultado del acuerdo que se logró con la Central Unitaria de Trabajadores y otros gremios representativos de dicho personal, les otorga un bono especial. Éste asciende a 55 mil pesos si la renta líquida es inferior a 350 mil pesos, y a 27 mil 500 pesos si es superior a tal cantidad y no sobrepasa un millón 300 mil pesos.



Además, se contemplan otros beneficios: bono de escolaridad; aportes a los servicios de bienestar; aguinaldos de Navidad y de Fiestas Patrias. Estos últimos se hacen extensivos al sector pasivo. Además, se amplía la cobertura respecto de quienes perciben pensiones con garantía estatal del decreto ley Nº 3.500 (que siempre plantearon esta reivindicación) y a las de la Ley Valech. Asimismo, se establece un bono de invierno, en 2006, para todos los pensionados previsionales y asistenciales, reajustado en 5 por ciento.



El costo total que importará la ejecución de la iniciativa alcanza a 59 mil 618 millones de pesos en 2005, y a 247 mil 514 millones en 2006.



La aprobación unánime -subrayo: unánime- del articulado en la Comisión de Hacienda es ilustrativa del reconocimiento al esfuerzo que representa para el sector público la entrega de esos beneficios. 



Es preciso destacar que por primera vez en varios años el proyecto fue refrendado mediante un acuerdo con todas las organizaciones gremiales del sector público.



Es cuanto puedo informar.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación electrónica la iniciativa.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (36 votos afirmativos), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido, y queda terminada su tramitación.



Votaron los señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cariola, Coloma, Espina, Fernández, Foxley, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita.
CREACIÓN DE SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN

DE PRODUCTOS ORGÁNICOS AGRÍCOLAS

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica, con segundo informe de la Comisión de Agricultura, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3674-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 22ª, en 9 de agosto de 2005.


Informes de Comisión:


Agricultura, sesión 38ª, en 4 de octubre de 2005.


Agricultura (segundo), sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.


Hacienda, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.


Discusión:



Sesión 39ª, en 5 de octubre de 2005 (se aprueba en general).
El señor HOFFMANN (Secretario).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 5 de octubre del presente año.



Las Comisiones de Agricultura y de Hacienda dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 1º, 2º, 4º, 6º, 8º, 9º y 10, los cuales conservan el mismo texto que se aprobó en general, y, por ende, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento, deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de la Sala, solicite someter a discusión y votación uno o más de ellos.



--Quedan aprobados reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Las restantes constancias reglamentarias se describen en la primera página del segundo informe de la Comisión de Agricultura.



Las modificaciones efectuadas al proyecto aprobado en general por dicho órgano técnico se consignan también en su informe y fueron acordadas en forma unánime, con sólo dos excepciones, que el señor Presidente pondrá en votación oportunamente.



La Comisión de Hacienda, por su parte, tras el análisis de los artículos de su competencia, los aprobó por la unanimidad de sus integrantes -Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Páez-, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Agricultura.



Cabe recordar que las enmiendas acordadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador, antes de iniciarse la discusión particular, solicite impugnar lo propuesto por las Comisiones o que haya alguna indicación renovada.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben el proyecto despachado por la Cámara de Diputados en primer trámite; el aprobado en general por el Senado en segundo trámite; las modificaciones acogidas por la Comisión de Agricultura, y el texto final que propone la misma Comisión.

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde dar por aprobadas, sin debate, las modificaciones acordadas por unanimidad en las Comisiones.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Indicación renovada al artículo 3º. El texto de éste es del siguiente tenor: 



“El Sistema será de adscripción voluntaria para todos aquellos que participen, en cualquier forma, en el mercado interno y externo de productos orgánicos. Sin embargo, sólo los productores, elaboradores y demás participantes en el mercado que se hayan adscrito formalmente al Sistema y cumplan con sus normas podrán usar, en la rotulación, identificación o denominación de los productos que manejan, las expresiones “productos orgánicos” o sus equivalentes, tales como “productos ecológicos” o “productos biológicos” y utilizar el sello oficial que exprese esa calidad.”.



Los Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Gazmuri, Naranjo, Pizarro, Silva, Parra, Viera-Gallo, Horvath, Ruiz-Esquide y Moreno proponen agregar un inciso segundo al artículo a que he dado lectura, que sería del tenor siguiente:



“En el caso de comercialización directa a los consumidores, ya sea en ferias, tiendas, mercados locales u otros, por parte de agricultores ecológicos (pequeños productores, familiares, campesinos e indígenas), insertos en procesos propios de organización y control social, previamente registrados en el organismo fiscalizador, estos podrán tener sistemas propios y alternativos de certificación, una vez que esté asegurada a los consumidores y al órgano fiscalizador, la rastreabilidad del producto y el libre acceso a los locales de producción o procesamiento.”.



Corresponde a la indicación número 1 del boletín.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión la indicación renovada.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, entiendo la voluntad de quienes han planteado la indicación, pero, a mi juicio, ella de alguna manera destruye el proyecto en sí mismo. 



La idea acá -es una iniciativa de Gobierno-, básicamente, es buscar una normativa que permita la certificación, la seguridad respecto de los productos que tienen un procesamiento vinculado a lo orgánico. Para eso se establece un sistema de adscripción voluntaria, con certificadores especiales, registrados en el SAG. Sería largo argumentar o explicar por qué debe haber absoluta seguridad en el funcionamiento del sistema, particularmente respecto de los mercados externos. 



Si se aprueba el artículo con el nuevo inciso que establece una suerte de excepción al permitir que algunos puedan gozar de los mismos efectos sin la certificación contemplada en la iniciativa, mi impresión, como miembro de Comisión, es que se van a generar dos…



¿Me está solicitando una interrupción, Honorable señor Gazmuri?

El señor GAZMURI.- No, señor Senador. Voy a pedir la palabra después.

El señor COLOMA.- Muy bien.



Como decía, va a haber dos sistemas distintos: el que ya está establecido en el proyecto y otro paralelo. Las razones pueden ser perfectamente legítimas, pero, al final, uno y otro mecanismo van a competir y a producir confusión respecto de cómo se genera este proceso, que es muy delicado en el mundo. En la Comisión tuvimos la oportunidad de oír a todo tipo de expertos y es complicado probar al mundo que aquí se respetan todos los procesos para definir algo como “orgánico”.



Si se insiste en aprobar esta norma, yo creo que, más allá de la buena idea que supone desde un punto de vista teórico, se va a debilitar profundamente el sistema.

El señor GAZMURI.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. Están inscritos a continuación los Senadores señores Moreno y Martínez.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, tengo la impresión de que en la Comisión se entendió mal esta indicación; por eso se rechazó. Efectivamente había una cierta impropiedad en su redacción, pero la hemos corregido al renovarla en la Sala…

El señor LARRAÍN.- ¡Pero no se puede cambiar la indicación, señor Senador! 

El señor GAZMURI.-… en el sentido siguiente. 



Aquí no hay ningún elemento arbitrario. Lo que ocurre es que, desde el punto de vista productivo, existen distintos tipos de agriculturas y de mercados. Y eso se reconoce en todas las legislaciones comparadas respecto del tema de la agricultura orgánica. Lo que proponemos es que, en el caso de la comercialización directa a consumidores nacionales, haya un tipo de certificación que también lo realice el instituto fiscalizador, pero que sea adecuado a las economías campesinas, indígenas y otras que igualmente pueden asegurar trazabilidad, aunque no necesariamente en los estándares que exigen los mercados internacionales.



Por tanto, la indicación resulta del todo compatible con el sentido general del proyecto. Y, como digo, hemos estudiado la legislación comparada sobre el particular.



Existe una compleja realidad productiva y social en la agricultura: hay distintos tipos de prácticas agrícolas. Además, los mercados locales, que son consumidores crecientes de productos orgánicos, pueden pedir normas y certificaciones no tan exigentes como las que se aplican a los mercados más sofisticados del mundo.



En ese sentido, queda resguardado el hecho de que cuando se den tales producciones orgánicas habrá un sistema nacional de fiscalización que no tendrá los mismos estándares que la agricultura orientada al sector exportador.



En consecuencia, se trata de realidades productivas diversas dirigidas a mercados específicos y, por ello, invito a la Sala a que apruebe la indicación renovada.

El señor ROMERO (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, al momento de votar la indicación en la Comisión, junto con los demás miembros de dicho órgano técnico, me pronuncié en contra, porque habíamos escuchado al señor Ministro de Agricultura y oído las opiniones de algunos técnicos, que se refirieron a lo que significa la agricultura orgánica, vista como un esfuerzo, como un nicho para exportar productos. 



Pero, ¿qué nos muestra la realidad? 



El primer inciso del artículo 3º, que se encuentra aprobado, resguarda todas las condiciones que tendrán que cumplir quienes se adscriban voluntariamente al sistema, a fin de poder exportar productos orgánicos.



Pero existe una realidad cotidiana, sobre todo en determinadas zonas del país, que nos muestra que los pequeños agricultores -en muchos casos, mujeres campesinas- no están en condiciones de adscribirse al mercado de exportación. Por lo tanto, trabajarán para el consumo interno.



La indicación es explícita al señalar que se trata de la “comercialización directa a los consumidores”. O sea, estamos hablando de un puesto en los caminos, donde el comerciante podrá decir: “Aquí estoy vendiendo productos orgánicos”. Otra cosa es el problema de la credibilidad. 



Antiguamente, muchas personas al vender sus productos en estos puestos decían: "Le vendo a usted frutillas de San Pedro". Al principio, los compradores no entendían por qué se comercializaba así. Pero ahora prácticamente todo el mundo se detiene a comprar, porque sabe que detrás de ese rótulo está la garantía de que esa fruta se riega con agua de pozo limpia y no contaminada. Y esta costumbre, diversificada en Chile, es algo que tenemos que considerar. 



La agricultura orgánica, que es buena, positiva, y estamos dispuestos a apoyar, no puede introducir un elemento de discriminación respecto de los pequeños productores, los indígenas y, en especial, las mujeres que se dedican a gran parte de estas producciones, sobre la base de decir: "Si usted no cumple con los estándares, con la rastreabilidad o con las condiciones que le exige el Servicio Agrícola y Ganadero, sencillamente no intente generar productos orgánicos". Creo que eso sería un paso negativo.



La indicación tiene un efecto pedagógico, más que uno práctico. Desde ese punto de vista, voy a cambiar mi parecer inicial y votaré favorablemente esta propuesta.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, deseo hacer dos comentarios.



En primer lugar, el tema en discusión, a mi juicio, se habría solucionado si en el proyecto se hubiera clarificado el sentido y alcance de los términos que se emplean. En efecto, en el inciso primero del artículo 3º, se establece claramente que la expresión "productos orgánicos" es equivalente a "productos ecológicos" o "productos biológicos".



Queda abierta la duda. Pero, si se hubieran definido exactamente los conceptos, lo que significa cada uno de ellos, no tendríamos problemas. 



En segundo término, ¿por qué hablamos de los indígenas? ¿No son pequeños agricultores? ¿No son pequeños empresarios agrícolas? ¡Por qué tenemos que hablar de indígenas! ¡Es una nueva clase! 



Yo me opongo...

El señor MORENO.- Es especial.

El señor MARTÍNEZ.- No, no es especial. Se trata de la misma producción en la tierra, hecha, a lo mejor, de otra manera, etcétera. 



Por tal razón, no concuerdo con la idea de agregar la palabra "indígenas".

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lo primero que hay que aclarar es que las indicaciones renovadas no pueden modificar el texto original. El Senador señor Gazmuri me ha explicado que efectivamente no se enmienda el texto de la indicación presentada al artículo 3º. De tal manera que eso está superado.



No obstante, el problema que advierto en la indicación renovada, que trata de resolver una situación real, es cómo exigir la aplicación de ciertos criterios técnicos a los pequeños agricultores que, por su producción, están orientados al mercado interno, razón por la cual debieran tener exigencias distintas.



Sin embargo, cuando se trata de establecer estándares técnicos para que Chile pueda garantizar su producción orgánica, me da la impresión de que no debiera haber dos modelos al interior de nuestro país. No podemos tener cierto tipo de exigencia de agricultura orgánica para tales agricultores y uno diferente para otros agricultores. Sería como decir que, para evitar la fiebre aftosa, por ejemplo, se  va a exigir que todos los ganaderos que producen animales de exportación cumplan con los requisitos sanitarios correspondientes; pero a los pequeños productores no se les hará exigible esto, porque, como no están orientados al mercado externo, basta que cumplan en forma voluntaria esta situación. 
No se puede proceder así, pues el país es mirado desde afuera como un todo: o hay fiebre aftosa o no la hay;  tenemos estándares mínimos para la agricultura orgánica o no los tenemos. Y éstos se fijan a partir de lo que establecen los certificadores.



He dedicado mucho tiempo a analizar este tema con expertos. De hecho, con la Comisión de Agricultura hace algunos años realizamos un seminario sobre agricultura orgánica, con el objeto de incorporar estos procedimientos, porque efectivamente es una muy buena alternativa para los productores agrícolas, en especial para los pequeños.



Pero para ello hay que cumplir una condición sine qua non: el país debe contar con un proceso de certificación creíble, desde el punto de vista técnico, en el extranjero. Y, a través del Servicio Agrícola y Ganadero, hemos construido en estas materias técnicas un criterio fiable. Por eso, tenemos capacidad exportadora. Porque cuando decimos que algo es así, nos creen. Somos muy responsables. Cuando aparece una mosca de la fruta, somos los primeros en tomar medidas antes que nadie diga nada. Eso es lo que le da valor a nuestro patrimonio fito y zoosanitario.



Si establecemos que para la pequeña agricultura -la agricultura familiar- vamos a fijar estándares distintos que para el resto de la agricultura orgánica, pondremos en tela de juicio las exigencias de esos productos de exportación, aunque sean de diferente mercado.



Sin embargo, considero que el problema que plantea el Honorable señor Gazmuri resulta real, y es el tipo de objetivos que tendría que perseguir un organismo como el INDAP. En mi opinión, este Instituto debería establecer asesorías para lograr que la pequeña agricultura -la campesina, la indígena- pueda cumplir con los estándares exigidos, y no alterar así la norma. 



Pero no confundamos la norma técnica con las políticas agrícolas. Yo comparto plenamente la inquietud planteada por el Senador señor Gazmuri respecto de la política; pero, si introducimos modificaciones y consagramos dos niveles técnicos de agricultura orgánica, estaremos causándole un daño tremendo a los agricultores que producen en conformidad con los estándares internacionales. Habría que explicar en el exterior que en Chile hay dos tipos de modelo sobre esta materia.



Por eso, se precisa una solución distinta. 



Sugerí al autor de la indicación que tendría que buscarse la forma de consensuar una norma, quizás en este mismo proyecto, que planteara que, respecto de la pequeña agricultura, el Estado deberá establecer una asesoría directa que permita cumplir con esos estándares. O sea, se asumiría el problema mediante el establecimiento de una obligación para el Instituto de Desarrollo Agropecuario.



Pero, desde el punto de vista técnico, pienso que la norma debe ser una sola. Si tenemos dos,  estaremos provocando un daño a la agricultura orgánica de productos de exportación.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, si entiendo bien la indicación renovada, ésta apunta básicamente al mercado interno. Por tanto, creo que estamos confundiendo las cosas. 



Algunos piensan que nuestro país es homogéneo y que todos producen para el mercado externo. Está bien. Con tal propósito, el proyecto dispone que habrá un sistema para certificar la producción de quienes voluntariamente deseen exportar.



De la misma forma, aquellos productores -y eso es lo valioso de la indicación- que quieran orientarse al mercado interno -no al externo- también tendrán un procedimiento de certificación. De tal manera que podrán vender su producción en nuestro territorio bajo el rótulo de “producto orgánico” o “producto biológico”. Por lo tanto, ambas modalidades no son incompatibles.



Ahora, si el día de mañana un pequeño agricultor, un campesino desea incorporarse al mercado externo, tendrá que reunir los requisitos de certificación correspondientes.



Por consiguiente, cualquier país o cualquier persona que quiera importar productos orgánicos chilenos sabrá que existe un proceso de certificación que garantiza que éstos cumplen con las normas de exportación. 



Insisto: los dos sistemas no son incompatibles. Porque el mismo instituto fiscalizador -que será el Servicio Agrícola y Ganadero- certificará si un producto orgánico reúne los estándares internacionales para ser considerado de exportación o si cumple con los requisitos exigidos para ser comercializado en el mercado interno.



En consecuencia, nos estamos ahogando en un vaso de agua, porque la indicación renovada es complementaria a lo ya estipulado.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag. Y luego procederemos a votar.

El señor SABAG.- Señor Presidente, me referiré a la certificación de los productos orgánicos por parte de los privados.



El proyecto establece sanciones de hasta 500 UTM. Pero esto genera un problema que explicaré a través de un ejemplo.



Ayer en un reportaje sobre los cursos de capacitación para choferes o conductores, vimos que a éstos, sin asistir a clases, se les vendía el certificado, que les costaba 200 ó 300 mil pesos.



Entonces, no vaya a ser cosa que, con motivo de este proyecto, los certificadores sólo den certificados. ¿Para qué nos vamos a engañar nosotros mismos? Por ello, esta función deben asumirla las instituciones públicas: el INDAP para los pequeños productores agrícolas y el SAG para los más grandes. De modo que sea algo muy estricto. De lo contrario, va a haber engaños, como ha ocurrido en otras situaciones importantes. Por ejemplo, en el SENCE o en la certificación de carnés para conductores. Se vive del engaño en todos lados. 



No quiero que caigamos en lo mismo respecto de algo tan relevante como es la agricultura orgánica -todo el mundo quiere consumir productos sanos-, sobre todo cuando existe la posibilidad de exportar a países muy ricos, que valoran los productos orgánicos y limpios. 



Por ello, me preocupa mucho que podamos correr ese riesgo.



Por su intermedio, señor Presidente, le concedo una interrupción al Honorable señor Larraín.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Senador.



Quiero llamar la atención de la Sala sobre el tenor del artículo 3º, que se está revisando: "El Sistema será de adscripción voluntaria para todos aquellos que participen, en cualquier forma, en el mercado interno y externo de productos orgánicos.". O sea,  no se hace una distinción. Se dice: "en cualquier forma, en el mercado interno y externo". Y continúa: "Sin embargo, sólo los productores, elaboradores y demás participantes en el mercado que se hayan adscrito formalmente al Sistema” -tampoco distingue- “y cumplan con sus normas podrán usar, en la rotulación […] las expresiones “productos orgánicos””.



Es decir, si acogemos esta indicación renovada, estaremos contradiciendo lo que dice el artículo, pues no se trata de una excepción. Estaremos abriendo una franca y completa contradicción.



En realidad, pienso que se intenta resolver un problema por una mala vía. Debemos buscar un camino que garantice la certificación de los productos de los pequeños agricultores orientados al mercado interno, pero no cambiemos las normas técnicas, porque estaríamos estableciendo una franca contradicción con la primera parte del artículo, haciendo una ley incomprensible.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, estoy pareado con el Senador señor Coloma, de tal modo que no voy a votar.



Sin embargo, no puedo dejar de señalar que, atendida fundamentalmente la zona que represento, me parece que la indicación del Honorable señor Gazmuri es de la máxima importancia.



Creo que, en las objeciones planteadas en contra de ella, se está pensando como si el proceso estuviera congelado. Si Sus Señorías se fijan, la posición contraria a la indicación renovada significa estar o dentro del sistema o fuera de él. Así, la propuesta del Senador señor Gazmuri permite entrar en un proceso de certificación, donde, en una primera etapa, se puede nominar “agricultura orgánica” a quienes producen para el mercado interno en las condiciones que se indican. Y, posteriormente, cuando hayan adquirido la experticia necesaria, podrán pasar a la segunda etapa.



En consecuencia, conociendo de alguna manera lo que ocurre en la pequeña y minúscula agricultura, fundamentalmente indígena, creo que esta indicación tiene como sentido fundamental –además de útil, necesaria y conveniente desde el punto de vista económico- ir preparando y mejorando tal actividad en el futuro para aquellos pequeños productores que no se pueden adscribir de inmediato al sistema de certificación de la ley.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- La tiene el señor Senador en su segundo discurso.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, tengo la impresión de que las cosas, como las expone el Senador señor Larraín, no corresponden exactamente a la realidad. Porque es evidente que la certificación de productos orgánicos significa comprobar que cumplen ciertas normas mínimas; pero hay distintas exigencias en esta materia. Como nosotros estamos exportando a los más exigentes mercados del mundo, el que una norma de certificación sea rigurosa para esos efectos, me parece razonable. No tiene por qué ser necesariamente la misma que para la agricultura orgánica, la que puede ser más abierta en un mercado como el nuestro.



Pongo otro ejemplo: si estableciéramos la norma de certificación de las carnes que estamos exportando a Europa, no podríamos consumir tal producto en el país, porque hay un solo matadero que califica. Ahora, debemos tener normas de calificación de mataderos, de tal manera de evitar la proliferación de los clandestinos y que la carne que consumimos en los supermercados chilenos cumpla ciertas normas sanitarias mínimas.



Entonces, aquí solamente estamos posibilitando una norma de certificación por el organismo regulador para la agricultura orgánica de economías campesinas e indígenas, la cual puede tener niveles distintos de los aplicados a los mercados internacionales, que son más exigentes.



Por consiguiente, en ese sentido es completamente compatible con la idea del proyecto.



Por último, evidentemente, deben existir además políticas agrícolas de fomento a los pequeños agricultores y a las estructuras familiares. Porque, incluso para certificar normas no tan estrictas, se requiere más apoyo, sobre todo si queremos entrar a mercados de exportación. Eso es lógico. Los frambueseros de la zona central, que en su mayoría son pequeños productores, hoy poseen normas de certificación muy altas si desean llevar su producto a los mercados europeos, lo que es muy caro. Muchas veces no se entra a aquéllos, porque no existen los programas ni los proyectos -es cierto lo señalado por el Senador señor Larraín-, pero ello no resulta incompatible con lo propuesto.



Por tanto, afirmo que la indicación es completamente coherente con la idea del proyecto y no significa establecer incertidumbre, sino normas de certificación para la agricultura orgánica, por lo menos en dos niveles de exigencias, lo que es correspondiente con nuestros mercados y productores.

El señor ROMERO (Presidente).- Se ha solicitado el cierre del debate. Están inscritos en el primer discurso los Honorable señores Vega, García, Cariola y Muñoz Barra, y los Senadores señores Naranjo y Martínez, para su segunda intervención.



Como han pasado treinta minutos desde que empezara a discutirse la indicación, creo que todos nos hemos formado una opinión relativamente clara de sus alcances, máxime cuando las interpretaciones y aclaraciones hechas son muy decidoras.



Correspondería dar la palabra a los señores Senadores que no han hablado y luego poner en votación la indicación; pero parece excesivo el tiempo ocupado en ella. Por lo tanto, si le parece a la Sala, como está por terminar el Orden del Día, la votaremos de inmediato.



Acordado.



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación renovada que introduce un inciso segundo nuevo al artículo 3º (17 votos a favor, 7 en contra, 2 abstenciones y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Arancibia, Ávila, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), Gazmuri, Horvath, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Ominami, Parra, Ruiz-Esquide, Silva, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Cariola, García, Larraín, Martínez, Orpis, Romero y Vega.



Se abstuvieron los señores Espina y Flores.



No votaron, por estar pareados, los señores Fernández y Prokurica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, la Comisión de Agricultura propone suprimir el artículo 5º, que dice:



“En ningún caso, la responsabilidad que pueda emanar de una certificación realizada en conformidad con esta ley comprometerá la responsabilidad pecuniaria del Estado, siempre que la entidad certificadora cumpla todos los requisitos exigidos para su inscripción en el registro de certificadores.”.



La enmienda de la Comisión fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Cariola, Coloma y Vega. Se pronunció en contra el Senador señor Moreno.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, pienso que debe suprimirse el artículo, porque hay normas generales sobre la materia.

El señor LARRAÍN.- ¡Exactamente!

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, aprobaremos la proposición, ya que hay disposiciones generales de procedimiento.

El señor MORENO.- Pero que quede constancia de mi voto contrario.

El señor ROMERO (Presidente).- De acuerdo.



--Se aprueba la eliminación del artículo 5º, dejándose constancia del voto contrario del Senador señor Moreno.
El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, en el artículo 6º, que pasa a ser 5º como consecuencia de lo anterior, la Comisión de Agricultura propone suprimir en el inciso primero el vocablo “procedimientos” y la coma que le sigue.



Esta enmienda fue aprobada con los votos a favor de los Honorables señores Cariola, Coloma y Moreno, y el voto en contra del Senador señor Naranjo.

El señor ROMERO (Presidente).- Si el Honorable señor Naranjo no se opone, podríamos darla por aprobada sin debate, porque simplemente se trata de suprimir el término “procedimientos”.

El señor MORENO.- Haciendo constar mi voto negativo.



--Se aprueba, dejándose constancia de la oposición del Senador señor Moreno, y queda terminada la discusión del proyecto en este trámite.
ESTABLECIMIENTO DE PENA PARA HURTO FALTA FRUSTRADO

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre complementación de  la ley Nº 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3867-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal del proyecto es complementar la ley Nº 19.950, que aumenta las sanciones a los hurtos y facilita su denuncia e investigación, estableciendo la pena de multa respecto del hurto falta, cuando se encuentra en el grado de frustrado.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió la iniciativa solamente en general, y propone al señor Presidente que la Sala proceda de igual forma, con el propósito de abrir un plazo para presentar indicaciones.



La Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Finalmente, cabe señalar que la Comisión dejó especial constancia de que el proyecto iniciado en moción del Senador señor Fernández, relativo al hurto falta, será integrado al articulado de la iniciativa por la vía de una indicación durante la discusión particular.

El señor ROMERO (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el proyecto se originó en una moción de varios señores Diputados. Hay otra iniciativa referente a la misma materia presentada por el Honorable señor Fernández. Por lo tanto, la Comisión continuó la tramitación del proyecto que venía de la Cámara de Diputados, y acordó refundirlo con la moción de ese señor Senador.



El proyecto busca llenar los vacíos legales respecto de los hurtos que se producen en forma masiva, y donde hoy las propias fiscalías, la Defensoría y los tribunales han manifestado la necesidad de precisar ciertas normas para saber qué ocurre con los delitos frustrados y con los delitos en grado de tentativa.



Creemos que es la oportunidad para perfeccionar la legislación vigente y, si bien se trata de una iniciativa de artículo único, preferimos esperar las indicaciones y tener tiempo de analizar la materia con los fiscales, la Defensoría Penal Pública y los jueces de garantías, a fin de corregir la ley actual, la que crea ciertas dificultades procedimentales.



En consecuencia, la Comisión solicitó que el proyecto se vote en general y se abra un plazo para las indicaciones, con el objeto de despacharlo en el transcurso del año.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará en general la iniciativa.



--Se aprueba en general.

El señor LARRAÍN.- ¿Qué sucede con la moción del Senador señor Fernández?

El señor FERNÁNDEZ.- Se debe fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor ROMERO (Presidente).- Ahora lo haremos.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El informe deja especial constancia de que la Comisión debatió el proyecto sólo en general con la intención de que, luego de que la Sala fije plazo para presentar indicaciones, la moción del Honorable señor Fernández fuese sugerida como tal en el segundo informe.

El señor FERNÁNDEZ.- Se entiende que está presentada como indicación.

El señor ROMERO (Presidente).- Exacto. Se dejará constancia de ello, Su Señoría.



Corresponde establecer plazo para presentar indicaciones.

El señor LARRAÍN.- El 12 de diciembre a las doce.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para presentar indicaciones el 12 de diciembre a mediodía.



Acordado.
MAYOR PENALIZACIÓN Y FACILIDADES PARA 
INVESTIGACIÓN DE ABIGEATO

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde ocuparse de la discusión particular del proyecto, en segundo trámite constitucional –en el cual se han refundido tres iniciativas sobre la misma materia-, relativo a la sanción con mayor rigor del abigeato y a la facilitación de su investigación, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre los proyectos (3038-07-3495-07 y 3360-01 refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyectos de ley:


En segundo trámite, sesión 26ª, en 7 de septiembre de 2004.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 35ª, en 13 de septiembre de 2005.


Agricultura, sesión 35ª, en 13 de septiembre de 2005.


Constitución (segundo), sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.


Discusión:



Sesión 36ª, en 14 de septiembre de 2005 (se aprueba en general).
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El proyecto fue aprobado en general en sesión de 14 de septiembre del año en curso.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia en su informe de las materias reglamentarias pertinentes.



Las modificaciones efectuadas al proyecto en general fueron acordadas por unanimidad, salvo dos de ellas, que el señor Presidente pondrá en votación oportunamente.



Cabe tener presente que las enmiendas acordadas en forma unánime por la Comisión deben ser votadas sin debate, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, salvo que algún señor Senador, antes de iniciarse la discusión particular, rebata lo propuesto por la Comisión o que hubiere indicaciones renovadas, lo que no ha sucedido.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cinco columnas, que transcriben las normas pertinentes del Código Penal; el proyecto despachado por la Cámara de Diputados; lo aprobado por el Senado; las modificaciones de la Comisión, y el texto que resultaría si se acogieran dichas enmiendas.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión particular la iniciativa.



Si le parece a la Sala, se aprobarán las modificaciones resueltas por unanimidad.



--Se aprueban.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La primera indicación, signada con el Nº 5, es para sustituir en el inciso primero del artículo 448 quáter que se introduce al Código Penal por la letra d) del artículo 1º del proyecto, las palabras “o portando armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas y no puedan justificar razonablemente su porte”, reemplazando la coma que le antecede por un punto, por la siguiente oración final: “El porte en dichas circunstancias, de armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas, se castigará en conformidad con lo establecido en el artículo 445.”.



La indicación fue aprobada por cuatro votos a favor de los Honorables señores Cariola, Chadwick, Espina y Viera-Gallo y la abstención del Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, esta norma no innova en nada la legislación actual. En efecto el artículo 445 del Código Penal sanciona a la persona que fabrique, venda o tenga en su poder llaves falsas, ganzúas u otros instrumentos destinados conocidamente para efectuar el delito de robo y no diere descargo suficiente sobre su fabricación, expedición, adquisición o conservación.



Se trata de uno de los pocos casos en que dicho Código castiga lo que se llama “etapa preparatoria del delito”. Por eso, si alguien es sorprendido con instrumentos habitualmente utilizados para robar, la ley señala que esa persona va a tener una pena, salvo que pruebe que son para un uso legítimo.



La normativa crea una figura penal distinta para el delito de abigeato para no mezclarlo con el de robo o de hurto, ya que se confundían.



Ésta es una materia de enorme repercusión social. Porque, hay que recordar que los animales en los campos no son sólo para la distracción o recreación de sus dueños, sino que, a veces,  constituyen capital de trabajo. Y cuando se los roban, quedan muchas veces en la ruina, particularmente el pequeño agricultor, quien sufre realmente situaciones dramáticas debido a que los cuatreros sustraen sus animales, para trasladarlos luego a mataderos ilegales.



Señor Presidente, lo que hace esta disposición consiste simplemente en establecer para el abigeato la misma pena que para el robo. Es decir, si se sorprende a una persona portando instrumentos que sirven para faenar un animal que se ha robado, la ley prescribe que será sancionada, salvo que pruebe su porte para un fin lícito.



Por lo tanto, no se trata sino de adecuar la norma que penaliza el delito de robo al de abigeato. No hay cambio. Simplemente, al haberse creado una figura penal nueva era necesario disponer a su vez una sanción para tal tipo de conducta.



Por eso aprobamos la enmienda.



Por lo tanto, pido que se apruebe, porque ése es su sentido.

El señor ROMERO (Presidente).- Solicito al Senador señor Ruiz-Esquide que retire su voto de abstención en la Comisión -esto sí que podría ser histórico- y así aprobar la indicación por unanimidad.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¡Voy a cambiar de opinión en esta materia por respeto al señor Presidente!

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Muchas gracias!



Dejo constancia de mi reconocimiento.



--Se aprueba la indicación Nº 5.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, corresponde analizar la enmienda de la Comisión que propone agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 206 del Código Procesal Penal:



“Tratándose del delito de abigeato, la policía podrá ingresar a los predios cuando existan fundadas sospechas de que se está perpetrando dicho ilícito, siempre que las circunstancias hagan temer que la demora en obtener la autorización del propietario o del juez, en su caso, facilitará la concreción del mismo o la impunidad de sus hechores.”.”.



Esta disposición, correspondiente a la indicación Nº 9, fue aprobada con los votos a favor de los Honorables señores Cariola, Chadwick y Espina, y los contrarios de los Senadores señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Cariola.

El señor CARIOLA.- Señor Presidente, el motivo de la indicación se relaciona con el delito que se comete en propiedades rurales -a veces, en lugares muy apartados-, en las cuales no viven sus dueños y en que no hay posibilidad de solicitar en forma rápida la autorización del juez.



Ésta es una disposición orientada a facilitar la labor de Carabineros más que a aumentar la penalidad del delito en cuestión. Y ella es producto de la experiencia de la policía, ya que muchas veces saben que en tal parte se está cometiendo abigeato y no pueden acceder a dicho lugar porque no cuentan con la autorización del dueño, el que, por lo demás, no vive allí. 



Se trata de un norma muy práctica, pues permite a Carabineros desarrollar mejor su función.



Por ese motivo, se planteó la indicación respectiva.



Gracias, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo. 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, comprendo perfectamente la buena intención de la indicación y el propósito, sobre todo, del Senador señor Cariola, que la ha promovido con mucha persistencia y bastante razón. 



Sin embargo, en la reforma que acabamos de efectuar al Código Procesal Penal se encuentra contemplada tal figura como norma general para todos los delitos, de manera que la policía puede entrar a un lugar cuando haya indicios de estarse cometiendo un ilícito. 



Ahora bien, a la policía, a los jueces de garantía y a los fiscales, se les presentará una gran confusión, porque la norma propuesta por la Comisión dice que “la policía podrá ingresar a los predios cuando existan fundadas sospechas de que se está perpetrando dicho ilícito,”. Yo desearía que me explicaran con lógica suficiente para la jurisprudencia la diferencia entre los términos “fundadas sospechas” e “indicios”. Tengo la impresión de que este último es menos que “fundadas sospechas”. O sea, a mi juicio, esta disposición perjudica el propósito buscado por el Honorable señor Cariola. 



Por otro lado, Su Señoría tiene razón al señalar que la policía no hace uso de la norma existente en el Código Procesal Penal. En tal caso, se debe instruir a dicha institución para que la utilice. Y, en eso, el Senador señor Espina, que imparte o impartía clases en la Escuela de Carabineros, puede ayudar. 



Pero, sinceramente, creo que la expresión “fundadas sospechas” es algo bastante mayor que la expresión “indicios”, porque era lo que antiguamente se requería para la encargatoria de reo. En cambio, la referencia a “indicios” es como decir “me parece que…”, o “no tengo fundamento suficiente, pero intuyo que…, por lo tanto, puedo ingresar al predio”. Y eso representa una norma general para todos los delitos. 



Entonces, ¿con qué objeto introducimos en este caso una disposición especial que lleve a la policía y a los jueces a una disquisición muy propia de los abogados para tratar diferenciar cuándo sí o cuándo no se puede ingresar a un lugar? 



Por lo tanto, a mi juicio, se está cometiendo una equivocación. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el que se diga “fundadas sospechas” o “indicios” no reviste mayor relevancia. 



Probablemente resulta mejor colocar la expresión “indicios”, si es la que más se utiliza. No creo que, en la práctica, haya gran diferencia entre usar un término u otro, toda vez que, desde el punto de vista jurídico, se refieren a la existencia de algún antecedente que permite presumir que se está cometiendo el delito especificado. 



El punto en cuestión radica en que la propia policía ha pedido una norma de tal naturaleza. Ello, porque dicho precepto le permitirá ingresar a un lugar cuando hay antecedentes de que se está perpetrando el delito de abigeato. De ese modo se resguarda, en primer lugar, que la demora en avisar al fiscal que se está cometiendo ese ilícito -cualquier Senador que represente zonas rurales sabe que eso es una dificultad gigante- pueda llevar a que los delincuentes se fuguen; y en segundo término -para reafirmar lo anterior-, que la policía actúe cuando tenga la convicción de que, si no lo hace en ese instante y no procede a la detención in fraganti, va a permitir que los delincuentes escapen, o sea, que no sólo el delito como tal no se pueda sorprender, ya que es factible hacer desaparecer todos los instrumentos usados en su comisión, sino que además el delincuente arranque.



A mi juicio, el precepto en análisis complementa bien el artículo que aprobamos en la reforma procesal penal y, además, queda circunscrito a un delito específico, donde, en mi concepto, no provoca ningún daño a lo que resolvimos en aquélla, sino que más bien lo reafirma.



Por lo tanto, me parece adecuado que haya una norma que se ponga en la situación de ese delito, que es distinto de los delitos comunes y corrientes. El abigeato no es lo mismo que un robo. No es usual que en un robo uno se encuentre con que están faenando un animal. 



Y se trata de una petición formulada desde hace bastante tiempo por campesinos y agricultores que ven cómo, sin que la policía pueda actuar, roban sus animales para faenarlos.

El señor ROMERO (Presidente).- Señor Senador, excúseme. 



Propongo eliminar el término “fundadas” y dejar sólo la expresión “cuando existan sospechas”. Porque las palabras “sospecha” e “indicio” son relativamente parecidas en cuanto a su significado. 



Yo entiendo el planteamiento del Honorable señor Viera-Gallo en el sentido de que “fundadas sospechas” refleja algo bastante mayor que “indicios”.

El señor ESPINA.- En ese caso, yo utilizaría esa última expresión. 

El señor ROMERO (Presidente).- Podríamos dejar los dos términos.

El señor ESPINA.- No. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si no hubiere objeción, dejaríamos “cuando existan sospechas”.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, “indicio” ha sido siempre el término usado por el Código en esta materia.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se reemplazará la expresión “fundadas sospechas” por “indicios”.

El señor ABURTO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente) .- Tiene la palabra el Honorable señor Aburto.

El señor ABURTO.- Señor Presidente, quería hacer una pequeña observación sobre el empleo de las palabras “indicios” y “sospechas”, pues no sé por qué los señores Senadores que han intervenido no recuerdan que el término “indicios” se utiliza en la ley penal como sinónimo de “presunción”.



Por lo tanto, aquí entramos a otra figura: la presunción, que es lo mismo que indicio. La sospecha es algo más débil, diferente de la presunción. 



En consecuencia, la forma como se halla la disposición en análisis, a mi juicio, no es la más apropiada.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, después de la explicación del Honorable señor Aburto, a quien agradezco su aporte, se sustituirán las palabras “fundadas sospechas” por “indicios o sospechas”. 



--Se aprueba la norma propuesta por la Comisión, con el reemplazo explicitado, y queda terminada la discusión del proyecto en este trámite.

El señor ROMERO (Presidente).-
 Antes de pasar al otro punto, quiero hacer un reconocimiento al Honorable señor Cariola, por el esfuerzo desplegado, y al Senador señor Espina, por el broche final que puso al debate.

------------
El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, que establece la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, quería plantear la posibilidad de analizar esta iniciativa en otra sesión, ya que el señor Ministro de Educación quería estar presente, y, además, porque entiendo que se necesita un quórum de 32 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Así es. 



Por lo demás, a mí también me comunicó dicho personero de Estado su intención de concurrir a la discusión de este proyecto. 



Entonces, para no contrariar la voluntad del señor Ministro de Educación, accederemos a su petición y dejaremos pendiente el análisis de la iniciativa para la próxima sesión. 



Acordado. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, le agradezco mucho más por la segunda razón que por la primera.

El señor ROMERO (Presidente).- Muchas gracias. 
CREACIÓN DE FONDO DE INNOVACIÓN PARA COMPETITIVIDAD

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (3588-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 16ª, en 3 de agosto de 2004.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Los objetivos de la iniciativa son:



-El establecimiento de una estrategia nacional de innovación para la competitividad que abarque los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnologías; 



-La creación de un Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, y



-La creación de un Fondo de Innovación para la Competitividad. 



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió y aprobó solamente en general el proyecto por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Arancibia, Flores, Moreno, Parra y Vega), cuyo texto se consigna en la parte pertinente del informe. 



Por último, cabe tener presente que el proyecto debe ser analizado también por la Comisión de Hacienda durante la discusión particular.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, pedimos segunda discusión, dado que la iniciativa reviste gran trascendencia y no se hallan presentes los Ministros vinculados con la materia que nos ocupa. 



 Tenemos muchas observaciones que hacer, y creo que éste no es el momento adecuado para debatirla.

El señor ROMERO (Presidente).- Entiendo que la petición la hace en nombre del Comité Socialista, señor Senador. ¿No es cierto?

El señor VIERA-GALLO.- Así es. Lo consulté con el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- En efecto.

El señor PARRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PARRA.- Señor Presidente, considero de la mayor importancia que la iniciativa sea vista y aprobada en general hoy día y se fije un plazo para presentar indicaciones, a fin de que su tramitación no sufra retrasos.



En el proyecto de Ley de Presupuestos que aprobamos ayer hay una provisión de recursos destinados a poner en marcha el Fondo de Innovación para la Competitividad. Y no sería bueno que, por una demora en el despacho de la iniciativa, tales dineros no se pudieran utilizar durante el próximo año, en circunstancias de que estamos en presencia -como ocurre en esta oportunidad- de una normativa que concita un acuerdo bastante extenso.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, quiero expresar al Senador señor Parra que los recursos igualmente pueden ser utilizados.



El problema radica, simplemente, en si vamos a discutir a fondo o no lo relativo a la institucionalidad de la ciencia y la tecnología en Chile.



Hace pocos días estuve en una reunión con miembros de la Academia Chilena de Ciencia -más de trescientos científicos-, quienes, a mi juicio, unánimemente están en contra del proyecto.

El señor ROMERO (Presidente).- En todo caso, se ha pedido segunda discusión, haciendo uso de un derecho que fue avalado por el Comité Socialista.



Por lo tanto, no tengo más alternativa que acceder a la solicitud.

El señor MORENO.- Señor Presidente, excúseme, tuve que ausentarme de la Sala por un minuto. La idea es...

El señor ROMERO (Presidente).- El Comité Socialista pidió segunda discusión respecto de esta iniciativa, porque desea que sea debatida ante un número mayor de Senadores. 

El señor LARRAÍN.- ¡Un poquito más de orden en la Concertación!

El señor MORENO.- La Concertación está ordenada, Su Señoría. No se preocupe.

El señor LARRAÍN.- ¡Es que hay un caos total!

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, como es un hecho que el proyecto quedó para segunda discusión, no tiene objeto ofrecer la palabra sobre un tema que ya está resuelto.

El señor MORENO.- No es necesario hacer la relación.

El señor ROMERO (Presidente).- Así es.



--El proyecto queda para segunda discusión.
INCREMENTO DE REMUNERACIONES PARA PERSONAL MILITAR EN OPERACIONES DE PAZ EN EL EXTERIOR

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre remuneraciones del personal que se desempeñe en unidades militares en operaciones de paz o misiones equivalentes en el exterior, con informe de la Comisión de Defensa Nacional.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4008-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 40ª, en 11 de octubre de 2005.


Informe de Comisión:


Defensa, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal del proyecto es establecer reglas que permitan que los militares destinados como unidad a comisiones de servicio en el exterior, en operaciones de paz o en misiones equivalentes, puedan cubrir sus necesidades y las de su grupo familiar y contar con un estímulo que compense los riesgos que traen aparejados este tipo de operaciones.



La Comisión de Defensa Nacional discutió y aprobó la iniciativa solamente en general por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Canessa, Fernández, Flores y Adolfo Zaldívar), y su texto se consigna en la parte pertinente del informe.

El señor ROMERO (Presidente).-
 En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, la iniciativa que me corresponde informar tiene por objeto, en general, permitir que el personal militar que esté actuando en conjunto en operaciones de paz en el extranjero perciba una asignación especial.



¿Cuál es la situación actual?



Hoy, ese personal recibe la misma asignación que percibe cualquier militar en el exterior -por ejemplo, un agregado militar u otro que se halle en comisión de servicio-, situación distinta de la que se presenta con motivo de operaciones de paz, en que el militar cuenta con alimentación y lugar de alojamiento, los cuales son proporcionados por la Institución. De tal manera que no resulta justo que esta persona tenga el mismo tratamiento que el de quien debe satisfacer con sus propios medios aquellas necesidades.



Por lo tanto, ¿qué establece el proyecto? Que el personal que se encuentre fuera del país -como el que está en Haití- reciba su remuneración en pesos en Chile, pero además perciba afuera, en moneda extranjera, una asignación equivalente a 50 por ciento de la respectiva asignación mensual de costo de la vida en el exterior. Con ello percibirá esta última cantidad en el extranjero, y aquí, su sueldo normal en pesos.



Ésa es la diferencia con lo que ocurre hoy. En la actualidad, el personal militar recibe toda su remuneración en el extranjero como si estuviera en misión especial individual.



Ése es el sentido del proyecto, y pido al Senado que lo apruebe en general.

El señor VEGA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vega.

 El señor VEGA.- Señor Presidente, quiero preguntar al Senador señor Fernández acerca del porcentaje de zona.

El señor FERNÁNDEZ.- Hay una tabla que fija el Ministerio de Relaciones Exteriores conforme al lugar donde se esté.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Foxley, y luego, el Honorable señor Arancibia.

El señor FOXLEY.- Señor Presidente, no conozco los fundamentos del proyecto, excepto los que el Senador señor Fernández acaba de explicar.



Yo tengo algunas dudas respecto de lo que se propone, porque me parece que una de las acciones significativas e importantes que Chile puede realizar en el ámbito internacional, pensando que estamos jugados en escenarios de paz, consiste en que las Fuerzas Armadas presten un servicio que ayude a la construcción o a la mantención de esos ambientes de paz y al país a desempeñar un rol dentro del multilateralismo que se da en el plano de las Naciones Unidas.



No me parece mal el que la participación en estas misiones de paz signifique una distinción para quienes lo hacen y, al mismo tiempo, un incentivo especial. De esa manera se va marcando el hecho de que en tiempos de paz las Fuerzas Armadas tienen una tarea que debiera enorgullecerlas y que coincide exactamente con lo que debe ser el quehacer de Chile en un mundo globalizado, donde un país pequeño puede hacer la diferencia en escenarios muy críticos.



Por lo tanto, mi primera inclinación es mantener los incentivos existentes y no disminuirlos.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia; en seguida, los Senadores señores Fernández y Horvath.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, indudablemente tiendo a concordar con las expresiones del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



Quiero ser muy claro en transmitir a mis colegas que hay una costumbre en el sentido de que, cuando se cumplen comisiones al extranjero embarcados en unidades u otros medios que tienen los apoyos logísticos correspondientes, se suele pagar el sueldo en pesos más una asignación particular en dólares.



Sin embargo, es absolutamente distinto cumplir una comisión en el extranjero en un buque, en representación del país y con la dignidad que corresponde, a defender una misión de paz en una situación compleja, dentro de un territorio hostil, como el que observamos cuando visitamos Haití.



Me parece que hay una intensidad distinta y, por lo tanto, también debe existir un reconocimiento diferente.



Ahora, lo que me llama la atención es que aquí se está proponiendo un sueldo en pesos -equivalente a lo que se hace con los embarcados- y el 50 por ciento de la asignación de zona…

 El señor FERNÁNDEZ.- Cincuenta por ciento de las remuneraciones en el exterior...

El señor ARANCIBIA.- Hay varios conceptos. Uno es el sueldo que corresponde al rango y otro es el llamado "costo de vida", cuando se sale al extranjero.



Me pareció escuchar que era el 50 por ciento de la asignación de costo de vida...

El señor FERNÁNDEZ.- Exacto.

El señor ARANCIBIA.- Eso es del todo inconveniente.



Si vamos a hablar sobre la base de ese porcentaje, debiera ser al menos 50 por ciento de los ingresos que obtiene el mismo agregado militar al cual se hizo mención acá, que recibe una parte por concepto de sueldo y otra por costo de vida.

El señor VEGA.- De eso se trata...

El señor ARANCIBIA.- Pero eso no es lo que yo oí. Lo que escuché es que se da 50 por ciento del costo de vida, con lo cual me encuentro absolutamente en desacuerdo.

El señor VEGA.- Yo, también.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, la norma que se agrega expresa que el personal percibirá adicionalmente “el cincuenta por ciento de la remuneración en el exterior a que tuviere derecho según el artículo 197 precedente”; vale decir, la mitad de lo que le corresponde de acuerdo con las reglas generales. ¿Por qué ese porcentaje? Porque se reciben gratis alojamiento y alimentación. El que cumple en otra forma la función obtiene ciento por ciento.



En todo caso, el punto fue discutido en la Comisión. Y por ello pedimos que, no obstante tratarse de un proyecto simple, sólo se apruebe en general, para los efectos de continuar el análisis y de que después pase, además, a la Comisión de Hacienda. Porque se presentan varios problemas. Primero, ¿qué pasa con quienes se encuentran actualmente en la situación contemplada? ¿Recibirán una remuneración inferior, como consecuencia de la iniciativa? ¿A quiénes afecta el cambio de la ley? Todos esos aspectos no se hallan suficientemente resueltos.



No cabe ninguna duda de que la normativa, de aprobarse, significará una disminución de los ingresos que percibe el personal castrense que sirve en el extranjero. Porque éste, repito, tiene asignado hoy lo mismo que un agregado militar, quien debe costearse la alimentación y el alojamiento. De tal manera que, en virtud del texto en análisis, recibirá menos. Ése fue el debate que sostuvimos en la Comisión. Y por ello no aprobamos en general y particular el proyecto, como era la proposición inicial del Ejecutivo, sino que quedamos en tratar de nuevo el asunto.



Si mediara un rechazo, las Fuerzas Armadas, según han informado, no se hallarían en situación de financiar el costo, pues les resultaría imposible hacerlo conforme a sus presupuestos.



Por esa razón -repito- se ha pedido la aprobación en general, para los efectos de la discusión posterior tanto en la Comisión de Defensa como en la de Hacienda.

El señor ROMERO (Presidente).- Puede proseguir el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, la verdad de las cosas es que mantengo mi posición. Creo que la que nos ocupa es una cuestión central en el rol que pueden y deben jugar las Fuerzas Armadas en el futuro. Me parece que no resulta adecuado comparar su actividad en una zona de conflicto con la que desarrollan en un área de representación casi diplomática o de ejercicios, como ocurre en otras situaciones.



Y, respecto del financiamiento, estimo que cuando el país adopta una resolución de este tipo, de enviar tropas autorizadas incluso por el Congreso de la Nación, deben proveerse los recursos correspondientes y no esperar que sean las Fuerzas Armadas, con sus medios tradicionales, las que suplan la necesidad.



Por lo tanto, estoy en desacuerdo con la idea de legislar.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Como existe una divergencia profunda, sólo cabe pronunciarse.



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos contra 3 y una abstención) y se fija el 12 de diciembre, a las 12, como plazo para formular indicaciones.



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Ávila, Boeninger, Canessa, Cariola, Fernández, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Silva, Vásquez, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Martínez y Vega.



Se abstuvo el señor Foxley.
ENMIENDA A LEY DE TRÁNSITO PARA INCLUSIÓN DE NÚMERO

DE IDENTIFICACIÓN DE VEHÍCULOS EN INSCRIPCIONES

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de la Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, con el objeto de incluir el número de identificación del vehículo en las inscripciones practicadas en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3285-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 12ª, en 10 de noviembre de 2004.


Informe de Comisión:


Transportes, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es permitir al Servicio de Registro Civil e Identificación eliminar los documentos y demás antecedentes que sirvan de fundamento a las inscripciones y anotaciones que se practiquen en el Registro de Vehículos Motorizados, transcurridos cinco años desde la respectiva inscripción y sólo una vez que los datos respectivos sean incorporados a su base de datos computarizada.



La Comisión discutió en general y en particular a la vez el proyecto, por ser de artículo único, y propone al señor Presidente que la Sala proceda de igual forma.



El órgano técnico acogió la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Muñoz Barra, Novoa y Prokurica. En cuanto a la discusión particular, efectuó al texto despachado por la Cámara de Diputados una serie de modificaciones, todas ellas también aprobadas por la misma unanimidad ya consignada.



La iniciativa que la Comisión propone a Sus Señorías se transcribe en el primer informe.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la idea de legislar.



--Por unanimidad, se aprueba en general el proyecto y se fija el 12 de diciembre, a las 12, como plazo para formular indicaciones.

El señor PIZARRO.- ¿La aprobación no debió haber sido en general y en particular, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Fue en general.

------------
El señor PARRA.- ¿No había asuntos agregados a la tabla, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Sí, señor Senador, pero existe un problema de quórum.



En tal virtud, la proposición para designar al señor Mario Fernández Baeza como integrante del Tribunal Constitucional quedará pendiente.
VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ROMERO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

---------------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A todos los señores Ministros de Estado, a fin de que se informe sobre GASTO DE CADA MINISTERIO DURANTE 2005 EN DIFUSIÓN DE POLÍTICAS Y PROGRAMAS; a los señores Ministros de Hacienda y de Agricultura, con el objeto de que den a conocer MEDIDAS DE GOBIERNO PARA TEMPORADA TRIGUERA 2005-2006; y al señor Director de Vialidad de la Novena Región, requiriéndole INFORMACIÓN SOBRE ESTADO DE PROYECTO DE PAVIMENTACIÓN DE RUTA 49, EN TRAMO CURACO-PEMEHUE.



Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Planificación y Cooperación y al señor Ministro de Salud, solicitándoles provisión de FONDOS PARA CENTRO DE REHABILITACIÓN Y APOYO SICOSOCIAL DE AISÉN; y al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole que se efectúe ESTUDIO DE PREFACTIBILIDAD DE TÚNEL PROPUESTO POR VECINOS DE PEDRO DE VALDIVIA NORTE.



Del señor MORENO:



Al señor Ministro de Economía, con el objeto de solicitar antecedentes sobre VENTA DE PROPIEDAD DE COOPERATIVA CAMPESINA ESTRECHO DE MAGALLANES.



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole información sobre PROCESO DE LICITACIÓN DE CARRETERA 5 NORTE (reiteración de oficios).

---------------
El señor ROMERO (Presidente).- Los Comités Institucionales 1, Mixto (Partidos Por la Democracia y Radical Social Demócrata), Demócrata Cristiano, Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional no ocuparán su tiempo.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.
POSICIÓN DE BANCADA SOCIALISTA ANTE PRESENCIA

EN CHILE DE EX PRESIDENTE FUJIMORI

El señor NARANJO.- Señor Presidente, la bancada de Senadores del Partido Socialista desea fijar su posición acerca de la situación que afecta hoy en día al país ante el caso del señor Alberto Fujimori. Lo hacemos porque entendemos que nuestro compromiso con los derechos humanos no sólo presenta una connotación a nivel interno, sino que también implica haber abrazado una causa universal en tal sentido.



Por ello, queremos denunciar que si bien es cierto que el señor Fujimori fue Jefe de Estado del Perú, no lo es menos que nos hallamos en presencia de uno de los terroristas de Estado más relevantes de América Latina. Su Régimen se caracterizó por dos circunstancias, en el sentido de que estableció como normas sistemáticas en su país la corrupción, por una parte, y la permanente violación de los derechos humanos, por otra.



El señor Fujimori es un genocida y un criminal de lesa humanidad. No sólo se distinguió por la crueldad con que actuó, sino también por la violación sistemática -repito- de los derechos humanos en Perú.



Aquello es tan cierto, señor Presidente, que la Comisión de la Verdad y Reconciliación -similar a la nuestra, en su momento- que se constituyó para conocer los graves excesos que se habrían cometido en dicho ámbito constató que entre los años 1980 y 2000 hubo en Perú 70 mil víctimas de la violencia política, de desapariciones y de ejecuciones políticas. Sin embargo, el informe de la misma Comisión señala que, durante el período del señor Alberto Fujimori, 25 mil peruanos fueron ejecutados o hechos desaparecer en su país.



Por tanto, señor Presidente, no estamos ante cualquier persona, sino, según hemos dicho -y lo reiteramos-, frente a uno de los terroristas de Estado más relevantes de América Latina.



Encontramos que durante los dos períodos de su Gobierno, y particularmente a partir de 1992, se establece una relación funcional entre el poder político y el poder criminal, que es precisamente lo que explica la desaparición o ejecución de 25 mil peruanos en su territorio.



Fujimori organiza una estructura destinada, no sólo a violar sistemáticamente los derechos humanos, sino también a asegurar y garantizar la impunidad de los responsables.



La nueva estrategia contrasubversiva pondrá énfasis en la eliminación selectiva de las organizaciones político-administrativas de los grupos subversivos.



Para tal efecto, como en todos los regímenes dictatoriales, y tal cual ocurrió también en Chile, estructuró un escuadrón de la muerte, denominado “Grupo Colina”, que tenía las mismas características que conocimos aquí bajo la dictadura del general Pinochet, cuando se constituyeron la DINA y la CNI. El Grupo Colina fue incrustado en el Servicio de Inteligencia Nacional y dentro del Ejército, y su accionar estuvo siempre amparado y apoyado por Fujimori, por Montesinos y por los Altos Mandos de las Fuerzas Armadas peruanas.



El informe de la Comisión de la Verdad y Reconciliación del Perú destaca, de entre los principales hitos de las violaciones a los derechos humanos cometidos por Fujimori y sus cómplices, las siguientes situaciones:



-Desapariciones y torturas a numerosas personas en la Base Militar Los Laureles.



-Desapariciones y ejecuciones extrajudiciales en Chumbivilcas.



-Desaparición de 150 estudiantes de la Universidad Nacional del Centro.



-Ejecuciones extrajudiciales a 16 personas en Barrios Altos.



-Ejecuciones extrajudiciales a 15 personas en Santa Bárbara.



-Secuestro y asesinato de 9 estudiantes y un profesor de la Universidad Nacional de Educación Enrique Guzmán y Valle.



-Ejecuciones extrajudiciales en Apiza.



-Desaparición de campesinos del Santa.



-Ejecuciones extrajudiciales de 28 senderistas detenidos en el penal de Canto Grande.



-Permanentes asesinatos y violaciones a los derechos humanos en Mazamari.



-Ejecuciones extrajudiciales durante la estrategia contrasubversiva en la margen izquierda del río Huallaga.



Todos esos hechos demuestran fidedignamente que estamos en presencia de un genocida y de un criminal de lesa humanidad.



Por ello, la propia Comisión de la Verdad y Reconciliación del Perú señaló en sus conclusiones que existen antecedentes razonables para afirmar que Fujimori tiene responsabilidad penal por los asesinatos, desapariciones forzadas y masacres que se perpetraron durante su Gobierno. 



A ese extenso dossier criminal de Fujimori debemos agregar una serie de acciones que llevaron al fin del sistema democrático y del Estado de Derecho en el Perú, a través, por ejemplo, del cierre del Congreso Nacional y de la manipulación e intervención del Poder Judicial.



En consecuencia, los socialistas afirmamos que, por sobre la investidura de ex Presidente, debe primar la circunstancia de que estamos en presencia de un terrorista de Estado, de un genocida y de un criminal de lesa humanidad que esperamos sea extraditado lo más rápidamente posible de nuestro territorio. Y queremos dejar clara constancia de que los hechos que denunciamos hoy día no deben ser olvidados y tienen que estar siempre presentes en todas las acciones que se lleven a cabo en Chile.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- En el tiempo restante al Comité Socialista, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



El Comité Institucionales 2 no intervendrá.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:55.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTA APROBADA

SESION 44ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 2 DE NOVIEMBRE DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Flores, García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Educación, don Sergio Bitar, la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, doña Adriana Delpiano y el señor Director de Presupuestos, don Mario Marcel.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones cuadragésima segunda, ordinaria, de 18 de octubre de 2005, y cuadragésima tercera, ordinaria, de 19 de octubre de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Diez de su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, informa que ha resuelto no hacer uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental respecto del proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal (Boletín Nº 3.465-07).



-- Se toma conocimiento, y se mandó remitir el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional. 



Con el segundo, hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2005 para el año 2006, y establece un mecanismo de compensación (Boletín N° 4.015-06).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los cinco siguientes, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma” respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (Boletín N° 669-01).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica (Boletín N° 3.674-01).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley N° 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuere el valor de la cosa hurtada (Boletines números 3.867-07 y 3.931-07, refundidos).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior  (Boletín Nº 3.224-04), y



5) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (Boletín Nº 2.725-12).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los tres siguientes, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de los Acuerdos celebrados entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile, que se indican: 1.- Acuerdo sobre Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Buenos Aires, el 18 de febrero de 2002; 2.- Acuerdo Complementario y su anexo al Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Brasilia, el 5 de diciembre de 2002, y 3.- Acuerdo de enmienda del Acuerdo Complementario mencionado en el número anterior, suscrito en Asunción, el 6 de junio de 2003  (Boletín Nº 3.897-10).



2) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Buenos Aires, el 5 de julio de 2002  (Boletín Nº 3.907-10), y



3) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo de Integración Educativa y Reconocimiento de Certificados, Títulos y Estudios de nivel primario y medio no técnico entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Brasilia, República Federativa del Brasil, el 5 de diciembre de 2002 (Boletín Nº 3.898-10).



-- Quedan retiradas las urgencias, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las fechas que a continuación se indican, con el propósito que en cada caso se señala: 



-- El día 21 de octubre del año en curso, en vuelo hacia el continente europeo.



-- El día 22 de octubre, para asistir a la vigilia por canonización del Padre Alberto Hurtado, en el Estado del Vaticano.



-- El día 23 de octubre, para asistir a ceremonia en la Plaza San Pedro, en el Estado del Vaticano.



-- El día 24 de octubre, en visita de trabajo en Estrasburgo, República Francesa.



-- El día 25 de octubre, en visita a la Universidad de Salamanca, en la ciudad de Salamanca, Reino de España.



-- El día 26 de octubre de 2005, arribo al territorio nacional.



Agrega que, durante su ausencia, será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera del Interior, don Francisco Vidal Salinas.



-- Se toma conocimiento.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha otorgado su aprobación al proyecto de ley que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 3.975-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil y la ley N° 19.799, sobre documento electrónico, firma electrónica, y los servicios de certificación de dichas firmas (Boletín N° 3.797-19).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Con el tercero, informa que ha accedido a la solicitud del Senado en orden a desarchivar el proyecto de ley que dicta normas sobre protección y valoración del árbol (Boletín N° 2.238-12), que cumple su segundo trámite constitucional en esa Corporación.



-- Se toma conocimiento.



De la Excelentísima Corte Suprema, por medio del cual emite su parecer respecto de los siguientes proyectos de ley:



1) El que concede beneficios a condenados y procesados por los delitos que indica (Boletín N° 3.983-07), y



2) El que concede indulto y beneficios a condenados por los delitos que indica (Boletín N° 3.987-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de las sentencias pronunciadas en los siguientes asuntos:



1) En los autos Rol N° 457, relativos al proyecto de ley que modifica la ley N° 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales (Boletín Nº 3.671-03).



2) En los autos Rol N° 458, relativos al proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar los proyectos de ley a Su Excelencia el Presidente de la República.



De la señora Subcontralor General de la República, por medio del cual contesta un oficio de la Corporación que remite el Proyecto de Acuerdo, aprobado por el Senado, mediante el cual propone diversas medidas que debiera implementar la Administración Pública en la gestión de sus recursos, correspondiente al Boletín N° S 751-12.



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Valparaíso, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre designación de Ministro en Visita Extraordinaria en causa que indica.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la situación de antiguos pobladores del sector de Laguna del Desierto.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre recursos de personal y apoyo logístico destinados por Carabineros de Chile a las comunas de la Región de La Araucanía.



Dos del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero, responde un oficio de la Corporación, referido a la posibilidad de presentar a trámite legislativo una iniciativa que recoja las ideas contenidas en una moción, del Honorable Senador señor Páez, que otorga garantía estatal a la construcción de la obra pública, en concesión, Puente Bicentenario, en Chiloé, que fuera declarada inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el segundo, remite la nómina de las consultas realizadas por los señores parlamentarios al Ministerio de Obras Públicas durante el presente año, indicando la tramitación dada a cada una de ellas.



Del señor Ministro de Obras Públicas, mediante el cual contesta sendos oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre reparaciones de caminos en la comuna de Renaico.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre las especificaciones técnicas de la construcción en la Región del Maule, y la posibilidad de exigir que un porcentaje de los trabajadores habiten en la localidad en que se realizan las obras.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre alimento para el ganado de las localidades de Tapera, Lago Verde y Alto Río Ibáñez.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Fernández, sobre exigencias del nuevo sistema de revisión técnica de vehículos motorizados en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Tres del señor Subsecretario de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre obras de reparación del puente colgante ubicado en la desembocadura del Lago General Carrera.



Con el segundo y con el tercero, da respuesta a sendos oficios dirigidos en nombre del Honorable Senador señor García, relativos al estado de avance de diversas obras que se realizan en la localidad de Trovolhue, comuna de Carahue, y sobre las licitaciones para adquirir durmientes realizadas por la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, respectivamente. 



De la señora Jefe de Gabinete de la señora Ministro de Planificación, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre los problemas de transporte de ganado en la Región de Aysén.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Director General de Carabineros, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre dotación de Carabineros en las localidades de Victoria, Selva Negra y Púa.



Del señor Director de Asuntos de Europa del Ministerio de Relaciones Exteriores, con la que remite antecedentes sobre la presentación de candidatos para el Premio Nobel de la Paz 2006.



Del señor Director de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana de Santiago, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre prohibición de corte de árboles y arbustos en la precordillera y cordillera andina.



Del señor Director del Servicio de Salud Bío- Bío, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, sobre los problemas de atención de los pacientes del Hospital de Nacimiento.



Del señor Director de la Corporación Nacional Forestal de la Región de La Araucanía, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre proceso de erosión en la IX Región.



Del señor Presidente del BancoEstado, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre posibilidad de instalar una sucursal de dicho Banco en la comuna de Hualaihué.



Del señor Presidente de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Moreno, relativo a la creación de un museo ferroviario en la comuna de San Fernando.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito el 24 de Julio de 1998, en Ushuaia, República Argentina (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 2.517-10).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aclara el sentido de la ley N° 18.175, de Quiebras, en la forma que indica (Boletín N° 3.965-03).



-- Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Moreno y Zaldívar (don Adolfo), con la que inician un proyecto de reforma constitucional en materia de quórum (Boletín N° 4.028-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

ooo



Durante la sesión, se agrega a la Cuenta el siguiente asunto:



Informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2005 para el año 2006, y establece un mecanismo de compensación (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 4.015-06).



Queda para tabla.

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1.- Votar al inicio de esta sesión una declaración del Senado, relativa a los límites y espacios marítimos con Perú.



2.- Citar a sesión especial, secreta, para el próximo martes 8 de noviembre, de 12:00 a 14:00 horas, con el objeto de tratar el tema antes referido.



3.- Tratar en esta sesión el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2005 para el año 2006, y establece un mecanismo de compensación (Boletín N° 4.015-06) (Con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



4.- Respecto de la solicitud de S. E. el Vicepresidente de la República, mediante la cual, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley N° 19.995, requiere el acuerdo del Senado para designar a los señores Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga y Ernesto Livacic Rojas como representantes del Presidente de la República en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego (Boletín N° S 828-05), que figura en el punto 3 de la Tabla, el señor Presidente solicitará la venia de la Sala para dar por aprobadas las referidas proposiciones, sin debate.



5.- No tratar aún el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República y en Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Viera-Gallo, en primer trámite constitucional, que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional, y que permite el reconocimiento de la jurisdicción de los Tribunales Internacionales, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletines números 2.912-07 y 3.491-07) (Con urgencia calificada de “simple”).



6.- Colocar en el último lugar de la Tabla, el proyecto de ley signado con el número 2, esto es, el que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda (Boletín N° 3.224-04) (Con urgencia calificada de “suma”), despachándolo, en todo caso, antes del 10 de enero de 2006.



7.- Retirar de la Tabla el asunto que figura en el número 6, es decir, el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la consulta de la Sala sobre los efectos del artículo 8° de la Constitución Política de la República, que establece la publicidad de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como de los fundamentos de los mismos y de los procedimientos que utilicen, en los artículos 23 N° 5°, 68 y 159 del Reglamento del Senado, sobre sesiones y votaciones secretas (Boletín N° S 830-10).



8.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura (Boletín N° 3.892-21), hasta las 17:00 horas del día de hoy.



9.- Respecto del proyecto de ley que sanciona con mayor rigor el abigeato y facilita su investigación (Boletines números 3038-07, 3.360-07 y 3.360-01), se acuerda que sea considerado en segundo informe sólo por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sin que pase a la Comisión de Agricultura.

- - -

- - -



El señor Presidente, en lo atinente al acuerdo signado con el número 5, manifiesta que el tratamiento del proyecto de ley sobre el establecimiento de un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, correspondiente al Boletín Nº 3.224-04, se iniciará en la sesión siguiente a las elecciones presidenciales y parlamentarias.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien respecto de la sesión especial convocada para el día martes 8 de octubre del año en curso, solicita una reconsideración de la hora establecida para la celebración de la misma, sugiriendo que se inicie a las 15:00 horas.



El señor Presidente señala que la citación a sesión especial para el día martes 8 de octubre de 2005, es resultado de un acuerdo unánime de los Comités del Senado.



Inmediatamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), el que le solicita consultar a la Sala acerca de la necesidad de sesionar el día de mañana.



El señor Presidente expresa que si la Sala hace un esfuerzo y despacha la Tabla que se ha establecido, podrían considerarse los proyectos de ley que se ubicarían en el Orden del Día de la sesión de mañana.



El Honorable Senador señor Ominami, respecto del tema en análisis, sugiere al señor Presidente que consulte a la Sala en cuanto a la supresión de la hora de Incidentes, de manera que los dos proyectos para la Tabla del día de mañana se puedan despachar en la sesión en curso.



Consultada la Sala, así se acuerda.

________________

Proyecto de acuerdo propuesto por diversos señores Senadores, relativo a los límites y 

espacios marítimos con Perú



El señor Presidente anuncia que, de conformidad con el acuerdo adoptado por los Comités, corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet, y señores Edgardo Boeninger Kausel, Julio Canessa Robert, Marco Cariola Barroilhet, Andrés Chadwick Piñera, Juan Antonio Coloma Correa, Alberto Espina Otero, Sergio Fernández Fernández, Jaime Gazmuri Mujica, Antonio Horvath Kiss, Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra, Ricardo Núñez Muñoz, Jaime Orpis Bouchon, Augusto Parra Muñoz, Mario Ríos Santander, Sergio Romero Pizarro, Hosaín Sabag Castillo, Rodolfo Stange Oelckers, Gabriel Valdés Subercaseaux, Guillermo Vásquez Úbeda, Ramón Vega Hidalgo y Zaldívar Larraín (don Adolfo), correspondiente al Boletín Nº S 831-12, es del siguiente tenor:

“PROYECTO DE ACUERDO

Considerando:
 

1) Que existe un proyecto de ley patrocinado por el Supremo Gobierno de la República del Perú y que ha sido aprobado por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la Comisión de Constitución del Congreso peruano.
 

2) Que dicho proyecto, de ser aprobado, significará un desconocimiento unilateral de los Tratados vigentes entre ambos países.
 

3) Que el tema de los límites y espacios marítimos quedó definitivamente zanjado en los Acuerdos de los años 1952 y 1954, así como en otros Acuerdos bilaterales, los que se enmarcan dentro de los principios que sustentan los países ribereños del Pacífico Sur.
 

4) Que, en consecuencia, Chile no tiene asunto alguno pendiente en materia de límites con el Perú.
Teniendo presente
 

- Que la política exterior de nuestro país es una sola, como consecuencia de su política de Estado en dicha materia.
 

- Que ella se basa en el apego irrestricto a las normas del derecho internacional, en especial, a la intangibilidad de los Tratados.
 

- Que, además, es una norma básica del derecho internacional que una parte no puede invocar una norma interna como justificación del incumplimiento de un Tratado y menos alterar un punto o hito de demarcación ya acordado bilateralmente.
 

En virtud de lo anterior, el Senado de la República de Chile ha resuelto expresar su más absoluto respaldo a las Políticas de Estado que S. E. el Presidente de la República disponga para resguardar los derechos e intereses de nuestra Nación sobre este asunto, reiterando, como ha sido su tradición, el respeto a las normas y principios del derecho internacional.
 

Asimismo, reafirma que los asuntos limítrofes de Chile y el Perú están total y definitivamente zanjados en diversos tratados vigentes y en plena aplicación por ambos países, motivo por el cual le entrega a S. E. el Presidente de la República su más irrestricto apoyo en defensa de su territorio y espacios marítimos, el que también se extiende respecto de las medidas que disponga en resguardo de los legítimos intereses y derechos soberanos de nuestra Nación que, para los chilenos, son irrenunciables.”.
- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El texto aprobado por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Director de Presupuestos.



Así se acuerda.

_____________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República, con informe de la Comisión de 

Gobierno, Descentralización y Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente al Boletín Nº 3.937-06, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia que los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10, 11, 13, 15, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27 y 32 deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 38 y 98 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por 2 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Larraín y Naranjo, y la abstención del Honorable Senador señor Cantero, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

NORMAS SOBRE AUDITORIA INTERNA DE GOBIERNO

Párrafo primero.

Del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno



Artículo 1º.- Créase el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, como órgano encargado de asesorar y apoyar al Presidente de la República y el Ministerio de Hacienda, en las tareas vinculadas al funcionamiento y fortalecimiento de los sistemas y órganos de control interno de la Administración del Estado, incluidas las empresas públicas cuya legislación orgánica exige que se les mencione o individualice expresamente, excluyéndose sólo la Contraloría General de la República, el Banco Central y las Municipalidades.  



Su objetivo principal será velar por el respeto, aplicación y cumplimiento de las normas que regulan la organización y funcionamiento de las respectivas instituciones. En ningún caso ella podrá interferir en las políticas, planes y programas de gobierno e institucionales, ni pronunciarse sobre el mérito de los resultados de los mismos y deberá llevarse a efecto de modo que no implique retraso o entorpecimiento de la gestión administrativa. 



Lo anterior, es sin perjuicio del control de mérito que puedan realizar algunas unidades de auditoría, en conformidad con normas especiales.



El Consejo y los demás órganos previstos en esta ley velarán en forma preferente por el respeto y consolidación de los principios de probidad y transparencia en la gestión de las instituciones sometidas a su control.



El Consejo estará bajo la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda. Los actos administrativos del Consejo en los que se requiera la intervención de un ministerio, se realizarán a través del Ministerio de Hacienda.



Artículo 2º.- Las acciones del Consejo y de cada uno de los auditores contemplados en esta ley, serán sin perjuicio ni alteración de las atribuciones y funciones que corresponden a la Contraloría General de la República, no pudiendo  interferirlas de modo alguno. Para tal efecto, se deberá mantener una adecuada y permanente coordinación con el Organismo Contralor. 



Artículo 3º.- El Consejo de Auditoría Interna de Gobierno estará integrado por el Auditor de Gobierno y por seis consejeros nombrados por el Presidente de la República, quienes tendrán la calidad de agentes de su confianza. Sesionará y adoptará sus acuerdos con la mayoría de sus miembros en ejercicio. El Presidente de la República, podrá, además, designar Consejeros suplentes.



El desempeño de las funciones de Consejero será compatible con el ejercicio de cualquier otra función pública. 



Artículo 4º.- El Presidente de la República designará, de entre sus integrantes, al miembro que presidirá el Consejo. En caso de ausencia o impedimento será subrogado por el Consejero que corresponda de acuerdo con el orden de precedencia que fije la misma autoridad.



Artículo 5º.- Corresponderá especialmente al Consejo de Auditoría Interna:



a) Proponer, coordinar e implementar políticas, planes y programas de auditoría interna de Gobierno y efectuar su seguimiento;



b) Verificar, analizar y evaluar los resultados, proyecciones y obstáculos de las auditorías y otras acciones desarrolladas por los órganos de la Administración del Estado, informando al Presidente de la República, a los Ministros de Estado y a los Intendentes Regionales, cuando correspondiere;



c) Conocer, hacer observaciones y aprobar la formulación de planes y programas ministeriales e institucionales de control interno y de auditoría de los órganos administrativos, velando por su adecuada concordancia;



d) Requerir la ejecución de auditorías de carácter selectivo con el objeto de propender al fortalecimiento de la probidad, el buen uso de los recursos públicos, la corrección de los procedimientos y la prevención de riesgos asociados a la gestión de las entidades sujetas a control. Para estos efectos, el Consejo podrá requerir la contratación de consultorías externas, con cargo al presupuesto de las respectivas instituciones auditadas, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a la Contraloría General de la República;



e) Proporcionar orientaciones, instrumentos y normas técnicas necesarias para la prevención, desarrollo y mantención del sistema gubernamental de control interno;



f) Someter a la consideración del Presidente de la República estudios e iniciativas legales y reglamentarias, u otras proposiciones tendientes a fortalecer el control interno, la probidad y la transparencia; 



g) Evacuar informes en materias de su competencia requeridos por el Presidente de la República o por un Ministro de Estado por orden de aquél, y



h) Ejercer las demás funciones que le encomiende el Presidente de la República dentro del ámbito de la competencia del Consejo. 



Artículo 6º.- Para el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá requerir de las distintas autoridades, jefaturas de servicios y funcionarios públicos en general, incluidos los directores y gerentes de empresas públicas, la información que estime necesaria, debiendo entregarse ésta de manera oportuna y completa. 



Esta norma también regirá tratándose de informaciones que, por mera disposición de la autoridad administrativa, tengan el carácter de secreto o reservado.



Artículo 7º.- Los Consejeros deberán inhabilitarse cuando se trate de asuntos que los involucren personalmente o estén referidos a la institución en que se desempeñen. El Consejo, reunido con exclusión del afectado, calificará la inhabilidad planteada.



Corresponderá al Consejo y a los Auditores presentar a las instancias que correspondan informes escritos respecto a los hechos que hubieren constatado o tengan conocimiento y consideren que constituyen delitos o infracciones, conforme la normativa que rige al sector público y en lo específico, a cada institución.



Artículo 8º.- El Consejo establecerá las normas internas de funcionamiento. Actuará como ministro de fe la persona que designe el propio Consejo.

Párrafo segundo

Del Auditor de Gobierno



Artículo 9º.- El Auditor de Gobierno, quién tendrá rango de jefe superior de servicio para todos los efectos legales, será un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República y dirigirá las acciones necesarias para dar cumplimiento a los acuerdos del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, correspondiéndole especialmente:



a) Ejercer la dirección de la Secretaría Técnica de que trata este Título; 



b) Efectuar tareas de supervisión general, dentro de su ámbito, y de coordinación de los auditores ministeriales e institucionales, adecuándose a las directrices que imparta el Consejo.



En casos calificados por el Consejo, el Auditor podrá efectuar labores de supervisión específicas de las auditorías internas de los servicios públicos, sin interferir con ello las tareas propias que correspondan a los auditores ministeriales;



c) Dirigir los estudios y hacer proposiciones al Consejo en materias de competencia de éste;



d) Informar al Consejo del resultado de las auditorías, y en especial de situaciones que sean relevantes, que se detecten del ejercicio de sus funciones; 



e) Orientar técnicamente las actividades de capacitación en materia de control y auditoría interna de la Administración; 



f) Asumir acciones de coordinación, en el ámbito de su competencia, con la Cámara de Diputados, la Contraloría General de la República y otros órganos de fiscalización que integren el sistema nacional de control de la administración; 



g) Ejercer las demás acciones de índole administrativas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo de Auditoría Interna y de los órganos contemplados en este Título; 



h) Requerir al Ministerio de Hacienda las contrataciones, destinaciones y cesaciones de servicio del personal de la Secretaría  Técnica; e



i) Ejecutar otras tareas que el Consejo le encomiende o delegue, dentro del ámbito de sus atribuciones. 

Párrafo tercero

De la Secretaría técnica



Artículo 10.- Existirá una Secretaría Técnica que será el órgano técnico-administrativo de apoyo al Consejo de Auditoria Interna de Gobierno. Corresponderá al Auditor de Gobierno la dirección exclusiva de esta Secretaría y de su personal.



Sus funciones serán:



a) Realizar las tareas de índole técnica o administrativa que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la ejecución de las funciones que corresponden al Auditor de Gobierno.



b) Cumplir las instrucciones que le imparta el Auditor de Gobierno y realizar las tareas específicas y actos que le asigne dentro de sus atribuciones y las que disponga el Consejo a través de aquél; y



c) Ejercer las demás funciones que determine la ley o que dispongan los reglamentos, en conformidad a la normativa legal vigente. 

Párrafo cuarto

De los Auditores Ministeriales



Artículo 11.- Cada Ministerio contará con un auditor ministerial con el objeto de apoyar, coordinar y supervisar las tareas de auditoría y control correspondientes a su sector. Del mismo modo prestará apoyo en las tareas de control interno al respectivo Ministro, de quién dependerá administrativamente, en forma directa.



Los auditores ministeriales tendrán la calidad de jefes de departamento regidos por las normas del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.



Para el efecto de la provisión de estos cargos, las bases del llamado a concurso deberán ajustarse, a lo menos, a las bases generales que al efecto defina el Auditor de Gobierno. Por otra parte, el respectivo comité de selección podrá solicitar la participación de aquél, con derecho a voz, en el desarrollo del mismo, pudiendo, en caso de impedimento, designar a su representante.



Artículo 12.- Para los fines de la calificación anual, se procederá de la siguiente forma:



a) El auditor ministerial será precalificado por el Auditor de Gobierno, quién deberá solicitar previamente informes al Ministro respectivo;



b) Con dicha precalificación, la junta calificadora que corresponda a la institución procederá a calificar al auditor;



c) En contra de la calificación, procederá el recurso de apelación ante el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno.



Para efectos de la letra d) del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, el Ministro respectivo requerirá de un informe del Auditor de Gobierno. 



Artículo 13.- Cada Ministerio podrá crear, por decisión del Ministro, un Comité de Auditoria Ministerial, integrado por el auditor ministerial y por el auditor institucional de cada una de las instituciones centralizadas y descentralizadas del sector. Este Comité tendrá por objetivo difundir, analizar y coordinar acciones de auditoría interna, conforme a las políticas definidas por el Consejo, las instrucciones impartidas por el Auditor de Gobierno  y las autoridades sectoriales.



Lo anterior es sin perjuicio de las facultades que corresponden a la Contraloría General de la República.



Artículo 14.- Los auditores ministeriales deberán contar con título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, y acreditar experiencia profesional no inferior a 5 años, en el área del control y auditoría.

Párrafo quinto

De los Auditores Institucionales



Artículo 15.- En cada servicio público u órgano de la Administración del Estado habrá un auditor institucional, que dependerá directamente del jefe superior, a quién prestará apoyo en las tareas vinculadas al funcionamiento y fortalecimiento del sistema de auditoría y control interno y velará, dentro de su institución, por la cabal aplicación de las normas de este sistema. 



Artículo 16.- Los auditores institucionales tendrán la calidad de jefes de departamento regidos por las normas del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.



Para el efecto de la provisión de estos cargos, las bases del llamado a concurso deberán ajustarse, a lo menos, a las bases generales que al efecto defina el Auditor de Gobierno. Por otra parte, el respectivo comité de selección podrá solicitar la participación del auditor ministerial respectivo, con derecho a voz, en el desarrollo del mismo.



Los auditores institucionales deberán contar con un título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, y acreditar experiencia profesional no inferior a 5 años.



Artículo 17.- Para los fines de la calificación anual, el precalificador requerirá de un informe del Auditor Ministerial respectivo.



Del mismo modo para la aplicación de la letra d) del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, el jefe del servicio deberá contar con un informe del Auditor Ministerial. 

Párrafo sexto

Normas sobre Funcionamiento del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno y sus Órganos



Artículo 18.- La Subsecretaría de Hacienda prestará el apoyo administrativo y de servicios necesarios para el desarrollo de las funciones del Consejo y las de la Secretaría Técnica. 



El personal que se desempeñe en el Consejo de Auditoría Interna y sus órganos estará sometido a las normas del Estatuto Administrativo, en tanto no se contradigan con las especiales contempladas en este Título.



Este personal y los demás integrantes del sistema, deberán guardar secreto de los asuntos en que les corresponda intervenir.



Hasta tres funcionarios a contrata de la dotación asignada a la Secretaría Técnica, podrán desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas por el Auditor de Gobierno.



Artículo 19.- Créase en la planta de personal de la Subsecretaría de Hacienda, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 1 de 1990, el cargo de Auditor de Gobierno, grado 1B E.U.S. 



La Asignación de Dirección Superior, establecida en el artículo 1° de la ley N° 19.863, que corresponderá al cargo de Auditor de Gobierno, será de 80%.



El Auditor de Gobierno no será considerado para los efectos de la subrogación de las autoridades del Ministerio ni en el orden jerárquico de la Subsecretaría de Hacienda.



El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, establecerá la forma de subrogación y suplencia del Auditor de Gobierno.



Artículo 20.- El Consejo de Auditoría Interna de Gobierno y el Auditor de Gobierno podrán requerir de las instituciones y empresas que conforman la Administración del Estado, con la sola excepción de la Contraloría General, el Banco Central y las Municipalidades, personal en comisión de servicio, sin que en este caso rijan las limitaciones de tiempo establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes, las que deberán efectuarse en conformidad con lo establecido en el artículo 75 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.



Artículo 21.- El Auditor de Gobierno, previa autorización del Consejo, podrá contratar servicios personales o de empresas auditoras en casos calificados, cumpliéndose las reglas generales que rigen dichas contrataciones y ajustándose al marco presupuestario respectivo. 



Artículo 22.- El Auditor de Gobierno, los auditores ministeriales e institucionales y los directivos, profesionales y técnicos de la Secretaría Técnica, deberán hacer una declaración de intereses de conformidad con la Ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.



Adicionalmente, estos funcionarios deberán presentar una declaración jurada de patrimonio ante un notario de su domicilio, en el plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo y dentro de los treinta días siguientes a la fecha de cesación en el mismo. 

Párrafo séptimo

Disposiciones Especiales



Artículo 23.- Las empresas públicas creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación orgánica exige que se les mencione o individualice expresamente, deberán adecuar sus sistemas de auditoría, para cumplir con las disposiciones del presente Título, sin perjuicio de mantener sus sistemas propios, en lo no previsto en ella. Las empresas contarán dentro de su organización con un comité de auditoría, integrado por personal idóneo en la materia, el que deberá informar de su gestión y de los resultados de ésta en forma directa y periódica al Directorio respectivo. Estos comités deberán mantener una permanente relación tanto con el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno como con el Auditor de Gobierno y con los auditores ministeriales de sus respectivos sectores. Lo anterior es sin perjuicio de la contratación de auditorías externas efectuadas en conformidad a las normas que las regulan.



Artículo 24.- Las ramas de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad contemplarán en su estructura Contralorías dependientes de las respectivas autoridades superiores, ejerciendo las facultades y atribuciones contenidas en sus normativas especiales. Lo anterior, es sin perjuicio de que les sean aplicables las disposiciones de este Título, conciliables con la naturaleza de tales instituciones. Dichas Contralorías mantendrán una adecuada coordinación con el Consejo de Auditoría de Gobierno, el Auditor de Gobierno y el Auditor Ministerial de Defensa, como asimismo con la Contraloría General de la República.



Artículo 25.- Las leyes y reglamentos orgánicos de los respectivos ministerios, instituciones y servicios públicos se entenderán vigentes en todas aquellas normas que no se contradigan con el presente Título. 

TITULO II

MODIFICACIONES A NORMAS ESTATUTARIAS DEL PERSONAL

Párrafo primero

Reformas a los procesos sumariales



Artículo 26.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo:



1) Sustitúyense las letras c) y d) del artículo 55, por las siguientes:



“c) Hubieren sido objeto de la medida disciplinaria de censura, más de una vez, en los doce meses anteriores al llamado a concurso, y 



“d) Hubieren sido sancionados con las medidas disciplinarias de multa o suspensión del empleo, en los doce meses anteriores al llamado a concurso.”.



2) En el artículo 126:



a) Intercálase en el inciso primero la oración “, en el mismo acto administrativo,” a continuación de la expresión “designando para tal efecto”, y



b) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “cinco días” por “diez días”.



3) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 129:



“Cuando se incoe un procedimiento disciplinario por denuncia, el denunciante  tendrá derecho, hasta antes de la formulación de cargos, a ser oído y a presentar documentos u otros medios de prueba atingentes a la investigación. Estas personas no serán parte en la investigación o sumario que se disponga.”



4) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 130, la oración inicial, hasta el punto seguido, por la siguiente:



“La resolución a que se refiere el artículo anterior será notificada al fiscal dentro de los cinco días siguientes a su dictación, quien designará un actuario, a más tardar al quinto día de ser notificado, el que se entenderá en comisión de servicios para todos los efectos legales.”



5) En el inciso segundo del artículo 134, sustitúyese la oración final, después del punto seguido, por la siguiente :



“En caso de ser acogida se designará un nuevo fiscal o actuario en ese mismo acto, debiendo éstos ser notificados dentro de los dos días siguientes de dictada la resolución que los designó”.



6) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 141:



“Tratándose de una resolución que ordene la aplicación de una medida disciplinaria dictada por el jefe superior de servicio en contra de un funcionario de una institución descentralizada, se podrá apelar de ella ante el Subsecretario del Ramo con el cual dicho servicio tenga vinculación de supervigilancia, agotándose ahí la instancia de reclamación administrativa.”.



7) Sustitúyese el artículo 143, por el siguiente:



“Artículo 143. Vencidos los plazos de instrucción de una investigación sumaria o de un sumario administrativo y no estando estos afinados, la autoridad que ordenó su instrucción deberá revisarlo, adoptar las medidas tendientes a agilizarlo, y de ser procedente, determinar la responsabilidad por la actuación negligente del investigador, fiscal o actuario, según sea el caso, mediante la correspondiente investigación sumaria o sumario administrativo.”.



8) En el inciso tercero del artículo 147, sustitúyase la expresión “treinta días” por “sesenta días”.



Artículo 27.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 133 bis de la Ley N° 10.336, Ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto coordinado, sistematizado y refundido fue fijado por el Decreto N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, de 1964:



“Respecto de los demás órganos de la administración del Estado en que la Contraloría instruya los sumarios, el Contralor General propondrá la sanción que estime procedente, debiendo la autoridad o jefatura que corresponda pronunciarse en el plazo de 30 días; si así no lo hiciere deberá aplicarse de inmediato la medida disciplinaria recomendada por el ente Contralor. En este último caso, podrá interponerse de todos modos, el recurso de reposición, debidamente fundado, ante el propio Contralor, dentro del plazo fatal de cinco días, contados desde la notificación. Si este recurso fuere acogido por el Contralor General deberán remitirse los antecedentes a la autoridad competente para que dicte la nueva resolución.”.

Párrafo segundo

Normas sobre calificación de integrantes de Juntas Calificadoras



Artículo 28.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo:



1) Agréganse a su letra a) los siguientes incisos, reemplazándose el punto y coma (;) final de esta letra, por un punto aparte (.):



“Al personal que no es sujeto de calificación, conforme el artículo 34, no le será exigible el requisito de encontrarse calificado en lista N° 1, de distinción.



De ser necesario, dentro de los plazos del respectivo concurso, y para efectos del mismo, el personal referido en el inciso precedente, podrá requerir ser calificado, por su jefe directo en el caso del delegado del personal, y por la correspondiente junta calificadora, respecto de los demás funcionarios, debiendo éstos inhabilitarse de integrarla cuando sean ellos los calificados.”.



2) Agrégase la siguiente oración al inciso segundo de la letra d), sustituyéndose el punto y coma (;) final por un punto seguido (.):



“El personal no sujeto a calificación por aplicación del artículo 34, para estos efectos será calificado, por su jefe directo en el caso del delegado del personal, y por la correspondiente junta calificadora respecto de los demás funcionarios, debiendo éstos inhabilitarse de integrarla cuando sean ellos los calificados;”.

Párrafo tercero

Ampliación de Normas sobre Incompatibilidades e Inhabilidades en la Administración Pública y de Normas de Transparencia en Contratos de Honorarios



Artículo 29.- Los embajadores deberán desempeñarse con dedicación exclusiva y estarán sujetos a las prohibiciones e incompatibilidades establecidas en el artículo 1° de la ley N° 19.863, y les será aplicable el artículo 8° de dicha ley.



Artículo 30.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 5° de la ley N°19.896:



1) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:



“Las personas contratadas a honorarios, bajo cualquier forma que se exprese el pago, deberán informar al o los jefes del servicio respectivo, a través de la unidad correspondiente, mediante una declaración jurada simple, si prestan servicios en cualquier calidad jurídica en otra repartición pública o en empresas y entidades del Estado. En tal caso, deberán individualizar al otro Servicio, empresa o entidad, especificando la calidad jurídica con que laboran en ellos, el monto de los emolumentos correspondientes, las tareas contratadas y la duración de la prestación de sus servicios. Copia de los antecedentes mencionados deberá ser remitida a la Contraloría General de la República.”



2) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:



“La misma visación será exigible cuando la persona contratada a honorarios tenga, además, un contrato con proveedores o contratistas o con instituciones privadas que tengan convenios para ejecución de proyectos o se le hayan otorgado transferencias, en relación con la repartición en que presta servicios, y cuando tenga participación en la propiedad del 10% o más de los derechos sociales, o en la administración o representación de dichos proveedores, contratistas o instituciones privadas.”.



3) Agrégase el siguiente inciso final:



"El cabal cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo, en especial de las visaciones, certificaciones, declaraciones juradas y requerimientos de información que el mismo establece, será verificado y certificado, previo a la suscripción del contrato, por el auditor ministerial respectivo, con la colaboración del auditor institucional del correspondiente servicio.".

TÍTULO III

NORMAS SOBRE CONTRATACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS



Artículo 31.- Agréganse los siguientes artículos a la Ley N°19.886, sobre Bases de los contratos administrativos de suministro y prestación de servicios:



“Artículo 8° A.- Cuando en contrataciones de bienes y servicios celebrados por los órganos de la administración del Estado regidos por esta ley, se utilice el trato o contratación directa de conformidad con el artículo 8°, sin que haya habido previamente licitación privada o pública, deberá procederse mediante una resolución fundada de carácter específico que acredite la conformidad de esta decisión con la legislación nacional y la imprescindible necesidad de esta forma de contratación, la que deberá ser publicada en los términos del inciso cuarto del mismo artículo.



A partir de la fecha de dicha publicación, se contará el plazo establecido en el inciso cuarto del artículo 24 para que los afectados puedan deducir la demanda de impugnación ante el Tribunal de Contratación Pública.



Artículo 8° B.- Prohíbese la contratación, e intervención en cualquier etapa de dicho proceso, por parte de la jefatura o de la autoridad que les corresponde adjudicar la contratación directa o licitación privada, cuando tengan la calidad de cónyuges, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, respecto del proveedor o de sus directivos y ejecutivos superiores, en el caso de personas jurídicas.



Con todo, en los casos en que en la contratación particular de que se trate exista un solo proveedor del bien o servicio requerido y concurran las relaciones de parentesco señaladas precedentemente, aunque las jefaturas o autoridades se hayan inhibido en razón de ello, se podrá perseverar en la contratación previa visación del ministro del ramo o concejo municipal, según corresponda.



En el caso de trato o contratación directa, será la jefatura o autoridad respectiva, la responsable de declarar la relación de parentesco a través del Sistema de Información.



Artículo 8° C.- En los casos de contrataciones de bienes y servicios, quienes participen en un procedimiento de licitación pública o privada, y tengan la calidad de cónyuges, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, respecto de las autoridades o jefaturas llamadas a aprobar la contratación respectiva, deberán acompañar al momento de presentar su oferta en la forma prevista en esta ley, una declaración señalando esta circunstancia. 



Una vez que la jefatura o autoridad involucrada tome conocimiento de la circunstancia referida en el inciso anterior, deberá inhibirse de intervenir en todas las etapas del proceso de contratación.



La declaración exigida en el inciso primero deberá publicarse y remitirse a los demás oferentes a través del Sistema de Información. 



A partir de la fecha de la adjudicación del contrato, se contará el plazo establecido en el inciso cuarto del artículo 24 para que los afectados puedan deducir la demanda de impugnación ante el Tribunal de Contratación Pública.



Los Auditores Ministeriales respectivos, deberán auditar los referidos procesos de contratación, velando por que se respeten los principios legales de probidad, igualdad y transparencia. 



En caso que no se entregue la información a que se refiere el presente artículo, la adjudicación será nula y no producirá efecto alguno.



Artículo 8° D.- La autoridad o jefatura que infrinja cualquiera de las obligaciones señaladas en los tres artículos precedentes, será sancionada con una multa a beneficio fiscal de 50 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de su responsabilidad administrativa, civil o penal.”.

TÍTULO IV

FLEXIBILIDAD FINANCIERA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA



Artículo 32.- No obstante lo dispuesto en el inciso 1° del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el presupuesto aprobado para la Contraloría General de la República podrá ser modificado mediante resolución del Contralor General de la República en los siguientes casos:



a) Incorporación de mayor saldo inicial de caja, para financiar programas que no constituyan gastos permanentes y,



b) Reasignaciones presupuestarias entre el subtítulo relativo a la Adquisición de Activos no Financieros y el de Iniciativas de Inversión, y entre los ítem de cada uno de estos subtítulos. 



La identificación presupuestaria previa para autorizar recursos destinados a estudios y proyectos o programas, a que se refiere el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, podrá hacerse igualmente mediante resolución del Contralor General.



Copia de las resoluciones que se dicten en uso de las facultades que se otorgan en el presente artículo, deberán ser remitidas a la Dirección de Presupuestos dentro de los 10 días siguientes al de su total tramitación.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, cree los cargos de jefes de departamento para los auditores ministeriales e institucionales, en las plantas de personal de los ministerios e instituciones y servicios afectos al Título I de la presente ley, sin perjuicio de lo establecido en el artículo segundo transitorio. Tratándose de ministerios que cuenten con dos o más subsecretarías, en el respectivo decreto con fuerza de ley, se determinará aquella en la que se creará el cargo de auditor ministerial. 



Increméntase la dotación máxima del personal de los ministerios e instituciones, en el número de cupos que resulten del ejercicio de esta facultad.  La nueva dotación resultante constará en decretos exentos del Ministerio de Hacienda, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.



Artículo 2°.- Facúltase al Presidente de la República, dentro del mismo plazo y procedimiento señalado en el artículo anterior, para que adecue a las normas pertinentes del Título I, los actuales cargos de las plantas de personal de auditores, jefes de departamento de auditoría u otras unidades de auditoría, existentes en los ministerios y servicios, debiendo asignarles la denominación, el grado de la escala de remuneraciones y el nivel jerárquico correspondiente para los efectos de la aplicación de la ley N° 19.882. 



Los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley ocupen en propiedad los cargos señalados en el inciso anterior, continuarán desempeñándolos, sin que se alteren las condiciones que los rigen tanto respecto de su nivel jerárquico como de su grado y dependencia, debiendo asumir de inmediato las funciones y deberes que establece el Título I de esta ley para los auditores ministeriales o institucionales, según corresponda. Una vez que estos cargos queden vacantes por cualquier causa, entrará en vigor la adecuación dispuesta de conformidad al inciso anterior, siéndoles aplicables integralmente las normas sobre provisión y demás de carácter permanente establecidas en el Título antes señalado.



Artículo 3°.- Los funcionarios titulares de planta que estén desempeñando actualmente la función de auditor ministerial o institucional sin que el cargo que ocupan tenga la denominación propia de la función de auditoría de que trata el Título I, deberán optar entre el nuevo cargo creado de auditor ministerial o institucional o continuar en aquél de que sean titulares. Dicha opción deberá ejercerse en el plazo de 30 días, contado desde la fecha en que se haya ejercido la facultad contemplada en el artículo 1° transitorio. En el evento de optar por el nuevo cargo, serán designados en éste por la autoridad competente, a más tardar dentro del quinto día siguiente de ejercida la opción. 



Si como consecuencia de la opción se produjeren diferencias de remuneraciones, corresponderá al funcionario una planilla suplementaria, la que será imponible en la misma proporción que lo sean las remuneraciones que compensa y que se  absorberá con los incrementos que éste experimente en sus remuneraciones, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público.



Artículo 4°.- Respecto de los cargos creados conforme a la facultad del artículo 1° transitorio, se procederá a su provisión según las normas del Título I, con la excepción dispuesta en el artículo 3° transitorio.



El proceso de nombramiento de los auditores ministeriales se hará preferentemente dentro de los tres meses siguientes a la creación del cargo. Los cargos de auditores institucionales serán provistos dentro de los cinco meses siguientes a la total tramitación del nombramiento del auditor ministerial que corresponda al sector.



Los funcionarios a contrata que cumplan con los requisitos legales, que a la fecha en que se realicen los concursos se encuentren desempeñando funciones de auditoría, a lo menos durante los doce meses previos, en instituciones afectas al Título I de esta ley, en igualdad de condiciones con otros concursantes, tendrán preferencia para ser designados en los nuevos cargos. Para este efecto el funcionario postulante acreditará el período de su desempeño en funciones de auditoría,  a menos que haya constancia de este antecedente en la institución en la que está postulando.



Artículo 5°.- El Presidente de la República, dentro de los 30 días siguientes a la publicación de esta ley, hará, en un solo acto, la designación del Auditor de Gobierno, de los consejeros y del miembro del Consejo que lo presidirá, como asimismo, fijará el orden de subrogación de éste último. Se entenderá constituido el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno una vez efectuados los nombramientos antes indicados, los que regirán de inmediato, sin esperar la total tramitación del decreto que los disponga.



Mientras no se concluyan los procesos de designación de los auditores ministeriales e institucionales, los auditores en ejercicio a la fecha de publicación de esta ley, mantendrán sus cargos, cualquiera sea su calidad jurídica, de acuerdo con las normas en actual vigencia. 



Artículo 6°.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 18 y 19, increméntase la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Hacienda en 13 cupos. 



Artículo 7°.- El mayor gasto fiscal que represente a los órganos y servicios la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo a sus respectivos Presupuestos con los recursos contemplados en el subtítulo 21 y si se requiriera, con reasignaciones presupuestarias y/o transferencias de la Partida Tesoro Público 50.01.03-24.03.104.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Silva y Ríos, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, los Honorables Senadores señores Prokurica, Parra y Núñez.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Silva manifiesta tener dudas sobre la constitucionalidad del proyecto de ley, relacionadas con los artículos 3º, 38 y 98 de la Carta Fundamental, y sugiere que sea analizado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Por su parte, el Honorable Senador señor Parra, en el curso de su alocución coincide con el planteamiento del Honorable Senador señor Silva, e indica que la iniciativa también presenta una disposición contraria a la Constitución Política, en cuanto a la radicación de la unidad de control en el Ministerio de Hacienda, asignándole un rol que aquélla no confiere a las Secretarías de Estado. Asimismo, solicita que el proyecto de ley sea enviado a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, dejando constancia que, entre tanto, seguirá funcionando el Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno.

- - -



El señor Presidente solicita el acuerdo unánime de la Sala para que pueda hacer uso de la palabra el señor Director de Presupuestos.



La Sala otorga el acuerdo y hace uso de la palabra el señor Director de Presupuestos.

- - -



A continuación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Boeninger y Gazmuri.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Gazmuri deja constancia de su opinión contraria a la práctica de enviar, en caso de diferencia de opiniones respecto de una iniciativa de ley, a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento o a la Comisión de Hacienda el pertinente proyecto, pareciéndole un pésimo procedimiento legislativo.

- - -



El señor Presidente, en atención a la solicitud expresada por distintos señores Senadores, consulta a la Corporación respecto al envío del proyecto de ley a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que se emita un informe atinente a las dudas que se han manifestado en esta sesión.



La Sala así lo acuerda.

_________________

Solicitud de S. E. el Vicepresidente de la República, mediante la cual somete al acuerdo del Senado la designación como representantes del Presidente de la República en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego, de los señores Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga y Ernesto Livacic Rojas, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la solicitud de Su Excelencia el Vicepresidente de la República de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata de la solicitud de S. E. el Vicepresidente de la República, mediante la cual somete al acuerdo del Senado la designación como representantes del Presidente de la República en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego, de los señores Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga y Ernesto Livacic Rojas, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente al Boletín Nº S 828-05, para cuyo despacho el señor Vicepresidente de la República hizo presente la urgencia a que alude el inciso segundo del número 5), del artículo 53 de la Constitución Política de la República.



Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por las consideraciones expresadas en su informe, resolvió, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín y Núñez, que las dos personas propuestas cumplen con los requisitos que exige la ley para integrar el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego. Además, la Comisión acordó, por la misma unanimidad, sugerir a la Sala que la proposición del Ejecutivo sea analizada considerando individualmente cada una de las personas que integran la nómina enviada.

- - -



El señor Presidente solicita la venia de la Sala, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités, para dar por aprobada la proposición del Ejecutivo, sin debate, y concede la palabra al Honorable Senador señor Larraín, en su calidad de Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y al Honorable Senador señor Ominami.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Ominami señala que la forma adoptada para sancionar la proposición de S. E. el Vicepresidente de la República no significa sentar un precedente respecto de otros nombramientos.

- - -



El señor Presidente pone en votación la solicitud de S. E. el Vicepresidente de la República, la que resulta aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que prorroga la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2005 para el año 2006, y establece un mecanismo de compensación, con informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y 

de Hacienda, unidas



El señor Presidente anuncia que, de conformidad con el acuerdo adoptado por los Comités, corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2005 para el año 2006, y establece un mecanismo de compensación, con informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, unidas, correspondiente al Boletín Nº 4.015-06, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que el proyecto de ley debe ser discutido en general y en particular a la vez, por tener urgencia calificada de discusión inmediata, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.



El señor Secretario General manifiesta que las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, unidas, aprobaron tanto en general como en particular esta iniciativa de ley, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, con dos votos, Larraín, Ominami y Núñez, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general y en particular del proyecto de ley, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Durante el año 2006, los coeficientes de distribución del 90% y del 10% del Fondo Común Municipal, serán aquellos vigentes durante el año 2005.



Las municipalidades que por aplicación de los coeficientes antes señalados vieren reducidas las cantidades estimadas a recibir del Fondo Común Municipal en el año 2006 en relación a las cantidades percibidas de dicho Fondo durante el año 2005, recibirán una compensación que cubra el cien por ciento de la reducción de ingresos. La referida reducción se calculará considerando los recursos municipales percibidos por cada municipio con cargo al Fondo durante el año 2005, según información proporcionada por el Servicio de Tesorerías, en relación con los recursos a percibir durante el año 2006 por aplicación de los coeficientes señalados en el inciso precedente.



Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio del Interior, el que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se determinará el monto de la compensación para el año 2006, a percibir por cada municipio que en dicho año viere reducida su participación en el Fondo, según lo previsto en el inciso anterior, así como las fechas de su entrega por el Servicio de Tesorerías. Esta compensación se financiará con cargo al Fondo Común Municipal.".

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.



Así se acuerda.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Sabag y Ríos.

- - -



El señor Presidente solicita el acuerdo unánime de la Sala para que la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo pueda hacer uso de la palabra.



La Sala otorga su acuerdo y la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo hace uso de la palabra.

- - -



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

________________



El señor Presidente sugiere a la Sala tratar, en último término, los proyectos signados con lo números 4 y 5 del Orden del Día, por contener normas orgánicas constitucionales, y analizar, inmediatamente, los proyectos acordados incluir por la Sala al inicio de esta sesión, esto es, aquéllos correspondientes a los Boletines números 2.517-10 y 3.965-03.



Así se acuerda.

________________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito el 24 de julio de 1998, en Ushuaia, República Argentina, con 

informe de la Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito el 24 de julio de 1998, en Ushuaia, República Argentina, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 2.517-10, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Relaciones Exteriores acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, y propone al Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez y Pizarro, la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito el 24 de julio de 1998 en Ushuaia, República Argentina.”.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Coloma y Ríos.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Ríos indica que habría sido del todo conveniente contar previamente con la aprobación del Protocolo por parte del Parlamento de Bolivia.

- - -



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, no habiendo oposición, unánimemente es aprobado en general y en particular a la vez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que aclara el sentido de la ley Nº 18.175, de Quiebras, en la forma que indica, con 

informe de la Comisión de Economía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aclara el sentido de la ley Nº 18.175, de Quiebras, en la forma que indica, con informe de la Comisión de Economía, correspondiente al Boletín Nº 3.965-03.



Agrega que la Comisión de Economía acordó debatir esta iniciativa de ley tanto en general como en particular, por tratarse de aquéllas de artículo único, proponiendo, en consecuencia, al señor Presidente que en la Sala se proceda de la misma manera.



El señor Secretario General expresa que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Economía aprobó en general este proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Vásquez. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó una modificación al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, la que fue acordada por la misma unanimidad anteriormente señalada.



En consecuencia, la Comisión de Economía propone a la Sala dar su aprobación al proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con la siguiente enmienda:

 

“- Reemplazar el artículo único, por el siguiente:



“Artículo único: 



1.- Declárase que el artículo único de la ley Nº 20.004 derogó, en su Nº 10, el antiguo artículo 30 de la ley Nº 18.175 y, en su Nº 14, el antiguo artículo 35 de la misma ley.



2.- Incorpórese al Libro IV del Código de Comercio, la ley Nº 18.175 y sus modificaciones, bajo la denominación “De las quiebras”, con exclusión de su título II, que se mantendrá como Ley Orgánica de la Superintendencia de Quiebras.”.”.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores García, Vásquez y Ríos.



Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión en general y en particular de este asunto.



El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único:



1.- Declárase que el artículo único de la ley Nº 20.004 derogó, en su Nº 10, el antiguo artículo 30 de la ley Nº 18.175 y, en su Nº 14, el antiguo artículo 35 de la misma ley.



2.- Incorpórese al Libro IV del Código de Comercio, la ley Nº 18.175 y sus modificaciones, bajo la denominación “De las quiebras”, con exclusión de su título II, que se mantendrá como Ley Orgánica de la Superintendencia de Quiebras.”. 

_____________



El señor Presidente, en consideración a que los proyectos que deben tratarse a continuación contienen normas que deben ser aprobadas con rango de ley orgánica constitucional, propone a la Sala efectuar los debates correspondientes y dejar pendiente su votación para la sesión ordinaria del día martes 8 de noviembre, quedando sin efecto la sesión extraordinaria citada para mañana jueves.



La Sala así lo acuerda.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 2.950-07.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que los números 1), 2), 3), 4), 6) y 7) del artículo 1º, y los artículos primero y segundo transitorios deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que la Honorable Cámara de Diputados, en cumplimiento de lo dispuesto en las disposiciones constitucionales y legales correspondientes, solicitó la opinión de la Corte Suprema, mediante oficio número 5.389, de 20 de enero de 2005, el que fue respondido por el Máximo Tribunal a través del oficio número 32, de 22 de marzo del presente año. Posteriormente, con fecha 8 de junio de 2005, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Honorable Cámara de Diputados solicitó un nuevo informe a ese Alto Tribunal, respecto de las modificaciones que le introdujera al proyecto. La Excelentísima Corte Suprema contestó mediante oficio número 96, de 19 de julio de 2005.



Agrega que el proyecto de ley, en su discusión en particular, debe ser informado, además, por la Comisión de Hacienda.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Viera-Gallo, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



 “Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales: 



1) Modifícase el artículo 198 en la forma que se indica:



a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:



 “Artículo 198. Las causales de implicancia o recusación de los jueces, serán aplicables a los abogados llamados a integrar la Corte Suprema o las Cortes de Apelaciones.”.



b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:



 “Además, será causal de recusación respecto de los abogados a que se refiere el inciso anterior, la existencia de relaciones laborales, comerciales o societarias, con el abogado o procurador de alguna de las partes, que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.”.



2) Modifícase el artículo 215 de la siguiente manera:



a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “por el orden de su designación en la lista de su nombramiento” por la siguiente: “según el orden o distribución que establezca la Corte respectiva, una vez oído a los nombrados.”.



b) Agrégase el siguiente inciso final:



 “Los abogados integrantes señalados en este artículo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273.”.



3) Modifícase el artículo 217 de la siguiente manera: 



a) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:



 “El llamamiento de los abogados a integrar preferentemente una misma sala se hará según el orden que, luego de oído el interesado, se le asignó en la lista de nombramiento. Sin embargo, la Corte podrá alterar dicho orden por razones de buen servicio. Igual procedimiento se utilizará para llamar a los demás abogados integrantes cuando no sea posible hacerlo con los que hubieren sido asignados preferentemente a la sala de que se trate, o cuando la Corte así lo disponga.”.



b) Agrégase al artículo 217 el siguiente inciso final:



 “Los abogados integrantes señalados en este artículo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273.”.



4) Modifícase el artículo 219 en la forma que se indica:



a) Sustitúyense los incisos primero y segundo, por los siguientes:



 “Artículo 219. Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de este Código, el Presidente de la República designará ocho abogados para la Corte Suprema; trece para la Corte de Apelaciones de Santiago; nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y San Miguel; ocho para la Corte de Apelaciones de Concepción; cinco para la Corte de Apelaciones de Rancagua; cuatro para la Corte de Apelaciones de Talca; tres para las Cortes de Apelaciones de Antofagasta, La Serena, Temuco, Valdivia y Puerto Montt; y dos para las demás Cortes de Apelaciones, previa formación por la Corte Suprema de las respectivas ternas.  El respectivo decreto de nombramiento deberá ser publicado en el Diario Oficial. 



Los abogados designados para integrar las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema, lo serán por un periodo de cinco años, efectuándose el nombramiento en el mes de enero del año en que comienza el quinquenio respectivo.”.



b) Modifícase el inciso tercero de la siguiente forma:



Reemplázase, en el párrafo primero, la expresión “de cada año”, por “del año respectivo”, y elimínase la frase “,con excepción del límite de edad establecido en el artículo 77 de la Constitución Política de la República de Chile,”.



c) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:



 “Estas listas contendrán el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas por la Corte Suprema.  Para las referidas listas, la Corte de Apelaciones respectiva llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.  No podrán participar en dicho concurso público quienes hubieren ejercido cargos de confianza exclusiva del Presidente de la República, hubieren servido como Diputado o Senador o hubieren militado en algún partido político, durante los dos años previos al concurso.”.



d) Modifícase el inciso quinto de la siguiente forma:



 “Las ternas para abogados integrantes de la Corte Suprema serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre en que termina el quinquenio respectivo, formará la misma Corte.  Esta lista contendrá el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas, e incluirá sólo abogados que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria.   A los efectos de esta lista, la Corte Suprema llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.  No podrán participar en dicho concurso público quienes hubieren ejercido cargos de confianza exclusiva del Presidente de la República, hubieren servido como Diputado o Senador o hubieren militado en algún partido político, durante los dos años previos al concurso.”.



e) Intercálase, a continuación del inciso sexto, el siguiente inciso séptimo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser octavo y noveno, respectivamente:



“Sin perjuicio de las acciones emanadas de los delitos que pudieren configurarse, de incurrir los abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema, en alguna de las conductas señaladas en el artículo 544 de este Código, de oficio o a petición de parte, el pleno de la Corte Suprema conocerá de los hechos sin forma de juicio, escuchando a las partes, y determinará la existencia o no de las conductas allí señaladas. De ser así, el abogado integrante será removido de su cargo. Contra la resolución que dicte el Pleno removiendo al abogado integrante sólo procederá recurso de reposición, dentro de quinto día.”.



f) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser octavo, la frase “Si por cualquiera causa alguno de los abogados designados para la Corte Suprema”, por la expresión: “Si a consecuencia de lo señalado en el inciso anterior, o por cualquier otra causa, alguno de los abogados designados para la Corte Suprema o para las Cortes de Apelaciones”.



g) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser noveno, por el siguiente:



 “La Corte Suprema remitirá al Presidente de la República las ternas, y adjuntará las copias autorizadas de los antecedentes invocados en las postulaciones para abogados integrantes que sirvieron de base  para la elaboración de las respectivas listas y ternas, tanto en la Corte Suprema como en las Cortes de Apelaciones, según sea el caso.”. 



h) Agréganse, al final del artículo, los siguientes incisos décimo, undécimo y duodécimo:



 “A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar la Corte Suprema, les está prohibido patrocinar causas que se ventilen ante los Tribunales de Justicia, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo. 



A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar una Corte de Apelaciones, les está prohibido patrocinar juicios que se ventilen ante la Corte respectiva o que sean de competencia de tribunales que ejerzan jurisdicción dentro del territorio de dicha Corte, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo. 



Sin perjuicio de lo establecido en los dos incisos anteriores, los abogados integrantes podrán ejercer las actividades señaladas cuando se trate de causas personales o de sus cónyuges o convivientes, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos, y en asuntos que sean de competencia del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones, de los tribunales electorales regionales o de los tribunales militares en tiempos de guerra.”.



5) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 221, la expresión “treintava” por la siguiente: “veinteava”.



6) Introdúcese, a continuación del artículo 221, el siguiente artículo 221 bis:



 “Artículo 221 bis. Los abogados integrantes mencionados en los artículos anteriores no podrán desempeñar funciones en empresas públicas creadas por ley, y en sociedades en que el Estado, en forma directa o a través de órganos o servicios públicos, tuviere una participación mayor del 50% en su capital, administración o utilidades.”.



7) Agrégase, en el artículo 323 bis, el siguiente inciso final: 



 “La obligación señalada en este artículo regirá también respecto de los abogados integrantes a que se refieren los artículos 215 y 217. El abogado integrante que no haya dado cumplimiento a este requisito no podrá integrar sala en la Corte que haya sido nombrado.”.



Artículo 2º.- La presente ley comenzará a regir el 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.



Artículo 3°.- El mayor gasto fiscal que irrogue en su primer año de aplicación la presente ley, se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos considerados para dicho año en el presupuesto del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, en su caso.

Disposiciones transitorias



Artículo primero transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la presente ley, el concurso público que se introduce en el inciso cuarto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales por la modificación contenida en la letra c) del numeral 4) del artículo 1º, se llevará a efecto en el mes de septiembre inmediatamente siguiente a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial o, en su caso, dentro de los quince días siguientes si se publicare en dicho mes o en uno posterior.



Artículo segundo transitorio.- Las personas que hubieren sido nombradas por el Presidente de la República como abogados integrantes de la Corte Suprema a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, permanecerán en dichas funciones hasta el fin del periodo por el cual fueron designados. En todo caso, les será aplicable lo dispuesto en los incisos décimo y duodécimo del artículo 219 y en el artículo 221 bis del Código Orgánico de Tribunales, ambos incorporados por la presente ley en la letra h) del numeral 4) del artículo 1º  y por el numeral 6) del mismo artículo, respectivamente.



De esta forma, el primer concurso público para proveer los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, que se establece en el inciso quinto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, conforme a la modificación que introduce la letra d) del numeral 4) del artículo 1º de la presente ley, se llevará a cabo en el mes de septiembre del año anterior al término de dicho periodo.



Las vacantes que se produzcan en los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y la fecha en que se debe llevar a cabo el primer proceso de nombramiento conforme lo dispuesto en el inciso precedente, no serán provistas con una nueva designación. 



Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar en caso que el número de cargos de abogado integrante de la Corte Suprema que se encontraren siendo servidos sea inferior a seis, debiendo en tal caso procederse a la realización del concurso a que se refiere el inciso segundo del presente artículo para proveerlo de inmediato. La persona que fuere designada en aplicación de lo dispuesto en el presente inciso, permanecerá en su cargo por el periodo que faltare por cumplir a la vacante proveída, entendiéndose de pleno derecho nombrado como abogado integrante por el quinquenio siguiente.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo, Prokurica, Parra y Vásquez.



El señor Presidente, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala, declara cerrado el debate y señala que la votación en general del proyecto de ley queda pendiente para la sesión ordinaria próxima.

___________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Viera-Gallo, en primer trámite constitucional, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Viera-Gallo, en primer trámite constitucional, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.493-07.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que los artículos 161 I y 161 J que se incorporan al Código Penal deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que el Senado solicitó la opinión de la Excelentísima Corte Suprema, mediante oficio Nº 23.556, de fecha 8 de abril de 2004, respondiendo ese Alto Tribunal por oficio Nº 3.985, de 10 de mayo de 2004.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Espina y Viera-Gallo, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único: Incorpórase en el Código Penal, a continuación del artículo 161, el siguiente Título III-A, nuevo, del Libro Segundo:

“TITULO III-A

(Artículos 161 A a161 M)

DE LOS CRÍMENES Y SIMPLES DELITOS CONTRA LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

1.- Del genocidio

(Artículos 161 A a 161 B)



Artículo 161 A. El que con la intención de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal, cometa cualquiera de los actos que a continuación se señalan, sufrirá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.



a) Homicidio de miembros del grupo en los términos señalados en el artículo 391 del Código Penal. Si concurrieren dos o más agravantes se impondrá siempre el presidio perpetuo, simple o calificado;



b) Agresiones sexuales de aquéllas referidas en los artículos 361, 362, 363, 365 bis y 366 ter o lesiones o mutilaciones a los miembros del grupo de las aludidas en los artículos 395 a 398 del Código Penal, o



c) Lesiones graves a la integridad mental de los miembros del grupo.



Artículo 161 B. El que, con los mismos fines señalados en el artículo precedente, someta intencionalmente a los miembros del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial o les imponga medidas destinadas a impedir nacimientos en su seno será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio.

2.- De los crímenes de lesa humanidad

(Artículo 161 C)



Artículo 161 C. El que, como parte de un ataque sistemático o generalizado contra una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización o para promover esas políticas, cometa cualquiera de los delitos o actos señalados en el inciso primero del artículo 161 A, sufrirá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado. Si se hubiera cometido homicidio y concurrieren dos o más agravantes se impondrá siempre el presidio perpetuo, simple o calificado.



Será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, el que con los fines anteriores realice algunas de las conductas siguientes:



a) Someta intencionalmente a la población civil a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;



b) Someta a uno o más de sus miembros a la esclavitud, ejerciendo a su respecto los atributos del derecho de propiedad, incluido el ejercicio de éstos en el tráfico de personas;



c) Practique deportaciones o traslados forzosos, desplazando a una o más personas, por expulsión u otros actos coactivos, de la zona en que están legítimamente presentes a otro Estado o lugar dentro del territorio de la República, sin motivos autorizados por el Derecho Internacional;



d) Encarcele o prive en forma grave e ilegal de la libertad, en violación de normas fundamentales de Derecho Internacional;



e) Aprehendiere, detuviere o secuestrare a una persona, seguida de la negativa a informar sobre dicha privación de libertad o sobre la suerte o el paradero de la víctima, con la intención de dejarlo fuera del amparo de la ley;



f) Ejecute actos de tortura como los descritos en el artículo 150 A del Código Penal y 330 del Código de Justicia Militar;



g) Imponga a otro el ejercicio de la prostitución en forma forzada o a través de engaño o abuso de autoridad;



h) Prive a una persona de su capacidad reproductiva contra su voluntad y sin justificación en un tratamiento médico o clínico o forzare el embarazo de una mujer con la intención de modificar la composición étnica de la población;



i) Cause cualquiera otra clase de lesiones no comprendidas en la letra b) y c) del inciso primero del artículo 161 A, o



j) Prive a otro, en forma intencional y grave, de sus derechos fundamentales en razón de su pertenencia a un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género u otros.



Los actos ejecutados en el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre uno más grupos raciales y con la intención de mantener este régimen se considerarán siempre como un ataque de aquéllos referidos en el Inciso primero.

3.- De los crímenes de guerra

(Artículos 161 D a161 H)



Artículo 161 D. Para los efectos de este Párrafo se entenderá por:



a) Conflicto armado de carácter internacional: Los casos de guerra declarada o de cualquier otro conflicto armado que surja entre dos o más Estados, aunque uno de ellos no haya reconocido el estado de guerra, así como los casos de ocupación total o parcial del territorio de un Estado, aunque tal ocupación no encuentre resistencia militar.



b) Conflicto armado de carácter no internacional: Aquél que tiene lugar en el territorio de un Estado cuando existe un conflicto armado entre las autoridades gubernamentales y grupos armados organizados o entre tales grupos, cuando dichos grupos armados tengan un control territorial. No constituyen conflicto de este carácter las situaciones de disturbios y tensiones internas que constituyan actos aislados y esporádicos, como los motines.



c) Personas protegidas:



1) Los heridos, enfermos o náufragos y el personal sanitario o religioso, protegidos por el I y II Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;



2) Los prisioneros de guerra protegidos por el III Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;



3) La población civil y las personas civiles protegidas por el IV Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;



4) Las personas fuera de combate y el personal de la Potencia Protectora y de su sustituto, protegidos por los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;



5) Los parlamentarios y las personas que los acompañen, protegidos por el Convenio II de La Haya de 29 de Julio de 1899;



6) El personal de Naciones Unidas y personal asociado, protegidos por la Convención sobre la Seguridad del Personal de Naciones Unidas y del Personal Asociado, de 9 de Diciembre de 1994;



7) En el caso de los conflictos armados de carácter no internacional, las personas que no participen directamente en las hostilidades o que hayan dejado de participar en ellas, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, amparadas por el artículo 3º común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo II Adicional del 8 de junio de 1977, y



8) En general, cualquiera otra persona que tenga dicha condición en razón de algún tratado internacional suscrito por Chile.



Artículo 161 E. El que, con ocasión de un conflicto armado de cualquier tipo, realice alguna de las conductas que se detallan a continuación, sufrirá, además de la pena que correspondiere por los resultados lesivos producidos, la pena de presidio mayor en su grado mínimo:



a) Capturar, detener o mantener a una persona protegida, amenazando con matarla, herirla o mantenerla detenida con el objeto de obligar a un Estado, a una organización internacional, una persona natural o jurídica o un grupo de personas a que actúen o se abstengan de actuar como condición expresa o tácita de la seguridad o la puesta en libertad de esa persona;



b) Practicar en contra de una persona protegida actos de tortura, en los términos descritos en los artículos 150 A del Código Penal y 330 del Código de Justicia Militar; causarle deliberadamente grandes dolores o sufrimientos físicos o mentales; atentar gravemente contra su integridad física o salud o someterle a experimentos biológicos que pongan en grave peligro su vida e integridad y que no se hayan realizado con fines terapéuticos o no estuvieran justificados por razones médicas ni se hayan llevado a cabo en interés de la persona;



c) Utilizar como escudo a una persona protegida, buscando la seguridad de un objetivo o zona militar;



d) Detener ilegalmente a una persona protegida, en violación de normas fundamentales de Derecho Internacional, deportarla o trasladarla ilegalmente, desplazándosele, por expulsión u otro actos coactivos, de la zona en que legítimamente está presente, a otro Estado o lugar dentro del territorio, sin motivos autorizado por el Derecho Internacional;



e) Condenar o ejecutar a una persona protegida sin sentencia previa pronunciada por un tribunal constituido regularmente y que haya ofrecido todas las garantías judiciales generalmente reconocidas como indispensables o, en cualquier circunstancia, denegarles su derecho a un juicio justo;



f) Obligar a una persona protegida a participar en operaciones bélicas contra su país o sus fuerzas armadas o a servir en las fuerzas de una potencia extranjera, o



g) Destruir o apropiarse de bienes de una persona protegida, por causas no justificadas por necesidades militares y efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamente.



Artículo 161 F. Se aplicará, asimismo, adicionalmente a la pena que corresponda por el resultado lesivo de las conductas, la de presidio mayor en su grado medio al que en el marco de un conflicto armado de cualquier tipo:



a) Lance un ataque contra una población civil en cuanto tal o contra personas que no participen directamente en las hostilidades; contra bienes de carácter civil, esto es que no sean objetivos militares; contra ciudades, aldeas, pueblos o edificios que no estén defendidos y que no sean objetivos militares; contra un enemigo que haya depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya rendido o, en general, contra cualesquiera de los objetivos anteriores, a sabiendas de que causará pérdida de vidas y lesiones a civiles o daños a objetos de carácter civil o daños extensos, duraderos y graves al medio natural, manifiestamente excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa del conflicto que se prevea;



b) Utilizare como escudo a una población civil, buscando la seguridad de un objetivo o zona militar;



c) Privare a personas civiles de objetos indispensables para su supervivencia con la intención de hacerlos padecer hambre como método de guerra, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo;



d) Ordene, directa o indirectamente, el traslado de parte de su propia población a un territorio ocupado o la deportación, expulsión o traslado de la población civil del territorio ocupado fuera o dentro de ese territorio;



e) Lance un ataque contra una persona, edificio, unidad o medios de transporte sanitario u otros bienes que utilicen de conformidad con el derecho internacional un emblema distintivo u otro método de identificación que indique que gozan de protección con arreglo a los Convenios de Ginebra o contra el personal, instalaciones, material, unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y que tengan derecho a la protección a la otorgada a las personas civiles o bienes de carácter civil con arreglo al derecho internacional, o



f) Ataque uno o más edificios dedicados a la religión, instrucción, artes, ciencias o beneficencia, monumentos históricos, hospitales o lugares en que se agrupe a enfermos y heridos que no sean objetivos militares.



La misma pena, además de aquélla previstas por el resultado de las conductas lesivas cometidas, se aplicará al que, en el marco del conflicto armado:



a) Actúe a traición, ganándose la confianza de una o más personas pertenecientes a la nación o ejército enemigo, haciéndoles creer que tenía derecho a protección o que estaba obligado a protegerlos en virtud de las normas del derecho internacional aplicable a los conflictos armados, cometiere homicidio o lesiones en contra de ellos;



b) Ordene o haga una declaración en el sentido que no hayan sobrevivientes para amenazar a un adversario u ordene proceder a las hostilidades de manera que no quedasen sobrevivientes;



c) Destruya o se apropie de un bien de la parte enemiga protegido por el Derecho Internacional de los conflictos armados y que no esté justificado por necesidades militares;



d) Disponga la abolición, suspensión o inadmisibilidad de las acciones y derechos de los nacionales de la potencia extranjera ante un tribunal, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a máximo;



e) Obligue a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas dirigidas contra su propio país, aunque hubieran estado al servicio de su país antes del inicio de la guerra, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio, o



f) Se apropie, sin la voluntad de su dueño, de un bien del enemigo para su uso personal o privado.



Artículo 161 G. Se aplicará, además de la que corresponda por el resultado lesivo de sus conductas, la pena de presidio mayor en su grado máximo al que, en el marco de un conflicto armado de cualquier tipo:



a) Use armas que descarguen sustancias que, como resultado de su uso, siguiendo el curso normal de los acontecimientos, causen la muerte o un grave daño para la salud por sus propiedades tóxicas;



b) Emplee gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o dispositivo análogo que, siguiendo el curso normal de los acontecimientos, cause la muerte o un grave daño para la salud por sus propiedades asfixiantes o tóxicas;



c) Use, conociendo sus resultados, balas que se abran o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a máximo, o



d) Reclute o aliste a una o más personas menores de quince años en las fuerzas armadas nacionales o grupos armados o las haya utilizado para participar activamente en las hostilidades.



Artículo 161 H. Será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo el que en el marco de un conflicto armado:



a) Use la bandera blanca para fingir una intención de negociar cuando no se tenía esa intención;



b) Use la bandera, insignia o uniforme enemigo en una forma prohibida por el Derecho Internacional de los conflictos armados, mientras se lleva a cabo un ataque;



c) Use la bandera, insignia o uniforme de las Naciones Unidas en una forma prohibida por el Derecho Internacional de los conflictos armados, o



d) Use los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra de 12 de Agosto de 1949 para fines de combate en forma prohibida por el derecho internacional de los conflictos armados.

4.- Disposiciones comunes a los párrafos anteriores

(Artículos 161I a161 M)



Artículo 161I. Además de los casos señalados en el artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales y en leyes especiales, serán sometidos a la jurisdicción chilena los delitos a que se refieren los párrafos anteriores, cuando hayan sido cometidos por chilenos o sus víctimas fueran connacionales, aún cuando hubieran ocurrido en el extranjero.



Sin embargo, en dichos casos tendrá lugar lo dispuesto en el artículo 13º del Código Procesal Penal.



Artículo 161 J. Cuando se encontrare en territorio chileno o en lugares sometidos a su jurisdicción una persona sospechosa de haber cometido alguno de los delitos tipificados en los párrafos precedentes, deberán adoptarse todas las medidas necesarias para ejercer la jurisdicción respecto de dicho crimen si así lo permitieran los tratados internacionales ratificados por Chile o, en su defecto, ponerlo a disposición de los tribunales penales extranjeros o internacionales correspondientes.



Artículo 161 K. El jefe militar o el que actúe efectivamente como jefe militar será responsable como autor por los delitos tipificados en esta ley que hubieren sido cometidos por fuerzas bajo su mando y control efectivo, o su autoridad y control efectivo, según sea el caso, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esas fuerzas cuando:



a) Hubiere sabido o, en razón de las circunstancias del momento, hubiere debido saber que las fuerzas estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos, y



b) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.



En lo que respecta a las relaciones entre superior y subordinado distintas de las señaladas en el inciso anterior, el superior será penalmente responsable como autor por los crímenes que hubieren sido cometidos por subordinados bajo su autoridad y control efectivo, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esos subordinados, cuando:



a) Hubiere tenido conocimiento o deliberadamente hubiere hecho caso omiso de información que indicase claramente que los subordinados estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos;



b) Los crímenes guardaren relación con actividades bajo su responsabilidad y control efectivo, y



c) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.



Artículo 161 L. Quien hubiere cometido un crimen establecido en esta ley en cumplimiento de una orden emitida por un gobierno o un superior, sea militar o civil, será eximido de responsabilidad penal si estuviere obligado por ley a obedecer dichas órdenes y no supiera que la orden era ilícita.



No procederá la eximente de responsabilidad anterior en el caso que la orden fuera manifiestamente ilícita. A los efectos del presente artículo, se entenderá que las órdenes de cometer genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra son siempre manifiestamente ilícitas.



Artículo 161 M. El error de hecho eximirá de responsabilidad penal únicamente si hace desaparecer el elemento de intencionalidad requerido por el crimen.



El error de derecho acerca de si un determinado tipo de conducta constituye un crimen previsto en esta ley no se considerará eximente. Con todo, el error de derecho podrá considerarse eximente si hace desaparecer el elemento de intencionalidad requerido por ese crimen o si queda comprendido en el artículo anterior.”.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Martínez, Espina y Ríos.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Martínez manifiesta que las disposiciones contenidas en la iniciativa de ley no pueden producir efectos en forma retroactiva, sólo para lo futuro.

- - -



El señor Presidente, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala, declara cerrado el debate y señala que la votación en general del proyecto de ley queda pendiente para la sesión ordinaria próxima.

- - -

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Cantero:



1) A S. E. el Presidente de la República, al señor Ministro de Educación y al señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, sobre nombramiento como Patrimonio de la Humanidad de las iglesias coloniales de la zona norte de Chile.



2) Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, al señor Director del Servicio de Higiene Ambiental de Antofagasta y al señor Director del Servicio de Salud de Antofagasta, respecto de problema ambiental que afecta a vecinos de la Población CIM Tercera Etapa, Sector Norte.



3) Al señor Secretario del Consejo Regional de la Segunda Región, al Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Antofagasta y al señor Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción de Antofagasta, en cuanto a informe de la Contraloría General de la República relativo al programa de concesiones de infraestructura penitenciaria grupo II.



--Del Honorable Senador señor Chadwick, al señor Subsecretario del Interior, al señor Contralor de la Sexta Región y a la señora Directora Nacional del Instituto Nacional de Deportes, respecto de información atinente a todos los contratos a honorarios establecidos entre esta Institución y organismos y personas en la Sexta Región.



--Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro del Interior, reiterando oficios números 25.900 y 25.938.



2) Al señor Ministro de Educación, sobre irregularidades que se habrían cometido en el Complejo Educacional Victoria, ubicado en la comuna de Victoria.



3) Al señor Ministro de Educación, reiterando oficios números 25.236, 25.505, 25.640, 25.667 y 25.761.



4) Al señor Ministro de Obras Públicas, reiterando oficio número 25.901.



5) Al señor Subsecretario del Interior, reiterando oficio número 25.100.



6) Al señor Intendente de la Novena Región, reiterando oficios números 25.534, 25.729 y 25.944.



7) A los señores Consejeros Regionales de la Novena Región, reiterando oficio número 25.957.



8) A la señora Gobernadora Provincial de Malleco, al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Angol y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización, acerca de las inundaciones provocadas por el canal Las Diucas, que afectan a los vecinos de la Villa Cordillera, comuna de Angol.



9) A la señora Gobernadora Provincial de Malleco, al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Los Sauces, al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Novena Región y al señor Director del Servicio de Salud Araucanía Norte, respecto de graves problemas de abastecimiento de agua, contaminación de la misma y limpieza de fosas sépticas de la Villa Trintre, comuna de Los Sauces.



10) Al señor Contralor Regional de La Araucanía, reiterando oficio número 25.672.



11) Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, sobre enripiado del camino de acceso a la localidad de Trarulemu, comuna de Angol.



12) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Angol, respecto de la construcción de un “lomo de toro” en la intersección de las calles Los Lleuques con José Bunster, comuna de Angol.



13) Al señor Alcalde y al Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Angol, en cuanto a siete familias que viven en precarias condiciones en el sector Pampa del Ingeniero, en terrenos colindantes a las instalaciones de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, y sobre reiteración de los oficios números 25.503, 25.739, 25.740 y 25.902.



14) Al señor Alcalde y al Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Curacautín, reiterando los oficios números 25.733 y 25.734.



15) Al señor Alcalde y al Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Ercilla, reiterando los oficios números 25.735 y 25.736.



16) Al señor Alcalde y Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Lonquimay, reiterando oficios números 25.533, 25.610 y 25.612.



17) Al señor Alcalde y al Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Los Sauces, reiterando oficios números 25.759 y 25.760.



18) Al señor Alcalde y al Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Lumaco, reiterando oficios números 25.751 y 25.752.



19) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Renaico, reiterando oficio número 25.743.



20) Al señor Alcalde y al Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Traiguén, reiterando oficios números 25.730, 25.749 y 25.750.



21) Al señor Alcalde y al Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Victoria, reiterando oficios números 25.745, 25.746, 25.496 y 25.497.



22) Al señor Alcalde y al Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Vilcún, reiterando oficios números 25.741, 25.742, 25.945 y 25.956.



23) Al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo, reiterando oficio número 25.539.



24) Al señor Director Ejecutivo del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, reiterando oficio número 25.731.



25) A la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, reiterando oficios números 24.968 y 25.079.



26) A la señora Directora Nacional del Instituto de Normalización Previsional, reiterando oficio número 25.769.



27) Al señor Director de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Novena Región, reiterando oficios números 25.772 y 25.943.



28) Al señor Director del Instituto Nacional del Deporte de la Novena Región, reiterando oficio número 25.775.



29) Al señor Director de Vialidad de la Novena Región, reiterando oficios números 25.341, 25.765, 25.893, 25.896, 25.903, 25.906 y 25.984.



30) Al señor Director del Servicio Agrícola y Ganadero de la Novena Región, reiterando oficio número 25.724.



31) Al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Novena Región, reiterando oficio número 25.942 y sobre el estado del proyecto del Comité Habitacional “El sueño de todos”, comuna de Curacautín.



32) Al señor Director del Servicio de Salud de la Novena Región, reiterando oficios números 25.078, 25.086 y 25.502.



33) Al señor Comisario de la Primera Comisaría de Angol, respecto del aumento de la vigilancia policial para la Población El Bosque, comuna de Angol.



34) Al señor Presidente del BancoEstado, reiterando oficios números 25.172, 25.537, 25.617 y 25.732.



35) Al señor Gerente General de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, reiterando oficio número 25.501.



36) A la señora Directora y al Jefe de Urgencia del Hospital de Curacautín, reiterando oficios números 25.767 y 25.768.



37) Al señor Gerente de la Empresa Eléctrica de La Frontera S. A., reiterando oficio número 25.581.



38) Al señor Gerente de la Empresa Sanitaria Aguas Araucanía S.A., reiterando oficio Nº 25.580.



39) Al señor Gerente General de Telefónica CTC Chile, respecto del otorgamiento de mayores facilidades a los vecinos de Collipulli para el pago de sus cuentas de teléfono.



--Del Honorable Senador señor García, al señor Ministro de Agricultura, al señor Director Nacional del Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario y al señor Director de PROCHILE, sobre la situación de las asociaciones indígenas de Maquehue, Novena Región.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro del Interior y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, respecto de la creación de las comunas de Las Juntas, Mañihuales, Islas Huichas y Puerto Tranquilo-Guadal.



2) Al señor Ministro de Educación, acerca de la incorporación en los planes de estudio, de un nuevo ramo denominado Cultura Nacional.



3) Al señor Ministro de Salud y a la señora Subsecretaria de Salud, sobre las causas que originaron el término del otorgamiento de becas de especialidad avaladas por el Ministerio de Salud y la Asociación de Facultades de Medicina de Chile.



4) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, y al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región de Aysén, respecto de la entrega de conjuntos de viviendas en la localidad de Las Puertas, Puyuhuapi y Puerto Cisnes.



--Del Honorable Senador señor Larraín, al señor General Director de Carabineros, sobre traslado del Retén de Carabineros desde Digua a Los Cuarteles, comuna de Retiro.



--Del Honorable Senador señor Prokurica, al señor Contralor General de la República y al señor Director de la Dirección Nacional del Trabajo, acerca de la situación que aqueja a profesores y codocentes de establecimientos educacionales municipalizados de la comuna de Tierra Amarilla.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

DOCUMENTOS
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.450, DE FOMENTO DE INVERSIÓN PRIVADA EN OBRAS DE RIEGO Y DRENAJE, CON EL OBJETO QUE LOS AGRICULTORES ARRENDATARIOS PUEDAN POSTULAR A PROYECTO DE RIEGO

(3336-01)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modificase la ley Nº 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, en la siguiente forma:


1. Intercálase, en el artículo 2º, entre las expresiones “propietarias” y “usufructuarias”, la palabra “arrendatarias”.


2. Agrégase, en el inciso tercero del artículo 4º, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase “cualquiera que sea la condición de los postulantes indicados en el inciso primero del artículo 2º”.


3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 14 por el siguiente:


“El que, sin aviso previo a la Comisión Nacional de Riego, retirare del predio bienes adquiridos con la bonificación, antes de que concluya el plazo de cinco años, contado desde la fecha de recepción, será sancionado con una multa, a beneficio fiscal, equivalente a las unidades de fomento que hubiere percibido por concepto de bonificación.  El que, sin la autorización de la Comisión, enajenare estos bienes antes del plazo de diez años, será sancionado con multa equivalente al triple de dicha bonificación.  En este último caso, la autorización procederá siempre que los bienes en cuestión hayan sido ocupados y debidamente usados en el objetivo del proyecto.”.”.

Dios guarde a V.E.

(fDO.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO RESPECTO DE LA RECETA MÉDICA

(3915-11)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:






“Artículo Único.- Agrégase a continuación del artículo 127 del Código Sanitario, el siguiente artículo 127 bis:

“Artículo 127 bis.- La receta médica sólo podrá extenderse por los profesionales de la salud legalmente autorizados y que se encuentren inscritos en un registro a cargo de la Intendencia de Prestadores de Salud de la Superintendencia de Salud, extendida en letra claramente legible.
Un reglamento establecerá los requisitos que deberá cumplir la receta médica, además de las normas necesarias para la operación del registro indicado en el inciso precedente.

La falsificación y el uso indebido o malicioso de la receta médica serán sancionados conforme a lo establecido en los artículos 197 y 198 del Código Penal.”

Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia una vez publicado en el Diario Oficial el reglamento a que se refiere el artículo precedente, el cual deberá dictarse dentro del plazo de 150 días a contar de la publicación de este cuerpo legal.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE SOLICITA AL SENADO ACUERDO PARA DESIGNAR A DON MARIO ADOLFO FERNÁNDEZ BAEZA COMO MINISTRO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

A S.E. el Presidente del H. Senado:

De conformidad con lo establecido en el artículo 92, en concordancia con la disposición decimocuarta transitoria de la Constitución Política de la República, la Cámara de Diputados en sesión celebrada el día de hoy, acordó  proponer a ese H. Senado al señor Mario Adolfo Fernández Baeza para que sea designado como ministro del Tribunal Constitucional.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Gabriel Ascencio Mansilla, Presidente de la Cámara de Diputados.— Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados.

4

CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REAJUSTA REMUNERACIONES A TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO; CONCEDE AGUINALDOS QUE SEÑALA; REAJUSTA ASIGNACIONES FAMILIAR Y MATERNAL; DEL SUBSIDIO FAMILIAR, Y OTORGA OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(4035-05)





Certifico que en el día de hoy se reunió la Comisión de Hacienda para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, Boletín Nº 4.035-05, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.





A la sesión en que se analizó el proyecto concurrieron, de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, los señores Alberto Arenas, Carlos Pardo y Julio Valladares.





El proyecto fue aprobado en general y en particular por unanimidad, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados. La idea de legislar se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag. Con la misma votación se aprobaron los artículos 1° a 36 del proyecto.





El Honorable Senador señor Orpis solicitó dejar constancia de la respuesta del Ejecutivo a su interrogante respecto de la aplicación del reajuste a la asignación de zona, pregunta que los personeros del Ejecutivo contestaron informando que sí se aplica, en las condiciones que la ley señala.





El informe financiero adjunto a los antecedentes, de fecha 7 de noviembre de 2005, señala lo siguiente respecto del proyecto de ley:

“Otorga, a contar del 1° de diciembre de 2005, un reajuste general de 5,0% a los trabajadores de Sector Público que se indica en el artículo 1° de este Proyecto de Ley.

Reajusta en un 5,0% a contar del 1° de diciembre de 2005, los montos correspondientes a las subvenciones otorgadas a las instituciones reconocidas como colaboradoras del SENAME. (Art. 2°).

Concede, por una sola vez, un Aguinaldo de Navidad a los trabajadores de las entidades a que se refieren los artículos 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8° y 12 de este Proyecto de Ley.

Concede, por una sola vez, un Aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2006 a los trabajadores que se indica en los artículos 9° y 12 de este Proyecto de Ley.

Concede, por una sola vez, a los trabajadores mencionados en los artículos 14 y 16 de este Proyecto de Ley, un Bono de Escolaridad no imponible, por cada hijo de entre 5 y 24 años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del DFL N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Concede,  por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 14 y que perciban una remuneración líquida no superior a $ 350.000, una bonificación adicional al bono de escolaridad. (Art.15).

Fija monto aporte para Servicios de Bienestar a que se refiere el artículo 23 del DL N° 249, de 1974 y el artículo 13 de la Ley N° 19.553. (Art. 17).

Incrementa aporte fiscal que establece el artículo 2° del DFL N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación. (Art. 18).

Reajusta la Asignación Familiar y Maternal.(Art. 21).

Fija el valor del Subsidio Familiar establecido en el artículo 1° de la Ley N° 18.020. (Art.22).

Concede, por una sola vez, un Bono de Invierno, en el año 2006, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de la Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleados de la Ley N° 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386 para pensionados de 70 o más años de edad; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal y a los beneficiados de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975. (Art.23).

Concede, por una sola vez, en el año 2006, un Aguinaldo de Fiestas Patrias y un Aguinaldo de Navidad a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión, de las Mutualidades de Empleados de la Ley N° 16.744 y a aquellos que tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N°19.992; del decreto ley N°3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, y de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129. (Art. 24).

Concede, por el período de una año, a contar del 1° de enero de 2006, una Bonificación Extraordinaria, contemplada en la Ley N° 19.536 para enfermeras y matronas que se desempeñan en los establecimientos de los Servicios de Salud. (Art. 26).

Concede, por una sola vez, un bono especial no imponible a los trabajadores que, de conformidad con esta ley, tienen derecho a percibir el Aguinaldo de Navidad. (Art. 29).

Asimismo se conceden otros beneficios en diversos ámbitos de la administración que apuntan a fortalecer el mejoramiento cualitativo de los servicios públicos (Art. 31 al 37).

El costo total, que importará la ejecución de este proyecto de ley es de MM$ 59.618 para el año 2005  y de  MM$ 247.514 para el año 2006.

FINANCIAMIENTO: 

El gasto que este proyecto irrogue al Fisco en el año 2005, será financiado, cuando proceda, con los recursos contemplados en los presupuestos de los servicios. No obstante lo anterior, con cargo al ítem 50-01-03-25-33-104 de la partida Tesoro Público, se podrán, adicionalmente, suplementar los respectivos presupuestos, en la parte del gasto que no pudieran ser financiados con sus recursos.”.

El referido informe financiero contiene las siguientes cifras acerca del costo fiscal para los años 2005 y 2006:
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MILLONES DE $

1.

COSTO FISCAL AÑO 2005

59.618

.

Reajuste Remuneraciones y Subvenciones

17.024

.

Aguinaldo de Navidad

13.952

.

Bono Especial 

26.241

.

Aporte a Instituciones de Educación Superior

2.327

.

Bonificación Extraordinaria Profesionales no 

Médicos de los Servicios de Salud

74

2.

COSTO FISCAL AÑO 2006

247.514

.

Reajuste Remuneraciones y Subvenciones

137.946

.

Bono de Escolaridad

25.724

.

Aporte a Bienestar

487

.

Aguinaldo de Fiestas Patrias Sector Público

19.687

.

Asignación Familiar y Maternal del SUPF

2.619

.

Subsidio Único Familiar

1.141

.

Bono Invierno

21.017

.

Aguinaldo de Fiestas Patrias Sector Pasivo

16.549

.

Aguinaldo de Navidad Sector Pasivo

19.643

.

Bonificación Extraordinaria Ley N° 19.536

2.184

.

Bonificación Extraordinaria Personal No Docente

360

.

Asignación Desempeño Junji

156
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En consecuencia, y de acuerdo a lo expuesto en el informe financiero, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios presupuestarios, ni incidirán negativamente en la economía del país.





Valparaíso, 8 de noviembre de 2005.

                          (Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,

                      Secretario.
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